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En el año 2006 la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado 
resolvió los interrogantes formulados por el Gobierno Nacional, para el 
desarrollo del proceso de deslinde de las tierras comunales de las comunidades 
negras de los Consejos Comunitarios de Curvaradó y Jiguaminadó en el Chocó.  
El deslinde planteado resultaba necesario, en tanto, la titulación realizada a 
dichas comunidades disponía de las tierras baldías, pero excluía, sin hacer 
mayor precisión, todos los terrenos que mantuvieran la condición de 
propiedad privada conforme a la Ley 200 de 1936 y la Ley 160 de 1994. En otras 
palabras, pese al reconocimiento de propiedad colectiva, esta no se podía 
materializar, toda vez que no se definían los límites que la distinguían de los 
predios de propiedad privada. Aunque la medida se justificó como mecanismo 
de protección de las comunidades negras, con el paso del tiempo, constituyó 
un vacío que actores ilegales identificaron para alegar derechos de propiedad 
en perjuicio directo de las áreas de los títulos colectivos. El Gobierno Nacional, 
indagó por la manera específica de aplicación de la Ley 200 de 1936, de modo 
que pudiera cerrar el debate definiendo los derechos de propiedad colectivos 
en individuales. El Consejo de Estado señaló:  
“La remisión que hace el literal e) del artículo 6º de la ley 70 de 1993, se debe entender, 
como dice la norma misma, a la acreditación de la propiedad privada según lo 
establecido por el artículo 3º de la ley 200 de 1936, vale decir, mediante la 
presentación de los títulos de propiedad inscritos con anterioridad, no a dicha 
ley 200/36, obviamente, pues carecería de actualidad normativa la remisión, sino 
a la fecha de vencimiento del plazo de fijación en lista de la solicitud de titulación 
colectiva, conforme a los artículos 24 a 26 del decreto 1745 de 1995 y a lo explicado en 
este concepto. Adicionalmente, la secuencia de las tradiciones del dominio, deberá 
demostrarse por un lapso no inferior al término de la prescripción extraordinaria, fijado 
en diez (10) años por el artículo 1º de la ley 791 de 2002, “Por medio de la cual se reducen 
los términos de prescripción en materia civil”.(negrilla y subrayado fuera de texto)1  
 
A partir de tal interpretación se resolvió el procedimiento de deslinde, 
calificando que sólo se acreditaba propiedad privada cuando se constatara que 
los títulos habían sido inscritos con anterioridad al periodo de fijación en lista 
 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero ponente: 
GUSTAVO APONTE SANTOS Bogotá D. C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil seis (2006) 
Radicación número: 11001-03-06-000-2006-00082-00(1768) página 13.  
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del previo procedimiento de titulación colectiva. Todos los particulares que 
pretendieron demostrar sus derechos de dominio remontaban sus tradiciones 
de propiedad a alguna resolución de titulación de baldíos, por cuanto, en 
concreto la fórmula terminó restringida a constar si las adjudicaciones de 
baldíos a particulares eran legítimas y si éstas habían sido inscritas en las 
respectivas oficinas de registro, con anterioridad a la fecha de fijación en lista 
de la titulación colectiva.  
Empero, la calificación de carencia de actualidad normativa que se le dio por 
parte del Consejo de Estado a la Ley 200 de 1936, constituyó una interpretación 
de la disposición normativa que hubiera podido generar consecuencias 
altamente negativas sobre la propiedad de la Nación de terrenos baldíos, pues 
según el intérprete el canon fijado requeriría actualización conforme se hiciera 
su aplicación, lo que en últimas, muta un punto fijo en el tiempo a múltiples 
puntos de partida conforme los intereses del sujeto intérprete2. 
En el año 2014 la Corte Constitucional abordó la resolución de una acción de 
tutela que dio paso a una serie de órdenes estructurales sobre los derechos de 
propiedad. Se trató de una acción promovida por un particular, quien reprochó 
la omisión del Registrador de Instrumentos Públicos de efectuar la inscripción 
de una sentencia que declaró en su favor la pertenencia de un predio rural. El 
funcionario arguyó que del análisis por él realizado, se podía concluir que la 
naturaleza del predio era la de un terreno baldío y no un derecho de propiedad 
particular. Dado que los terrenos baldíos son imprescriptibles, identificó como 
irregular la prescripción y se abstuvo de registrar la sentencia. La Corte 
Constitucional afirmó la imprescriptibilidad de los baldíos y apeló a las reglas 
de acreditación de la propiedad, para coincidir con la postura del Registrador, 
y ordenar la nulidad de la prescripción, la aplicación del procedimiento de 
 
2 El artículo 3ero de la Ley 200 de 1936 estableció dos alternativas bajo las cuales se acredita la 
propiedad privada: (i) título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia 
legal, o (ii) títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de la Ley, en 
los que consten tradiciones de dominio por un término no inferior a aquel señalado como 
necesario para la prescripción extraordinaria. Esta última alternativa suponía que los títulos 
debían ser examinados en un periodo de 20 años antes de la vigencia de la Ley 200 (7 de abril 
de 1937) lo que suponía que este examen debía comprender hasta abril de 1917. En otros 
términos, títulos entre particulares que fueran anteriores a esta última fecha no cumplirían con 
los requisitos para acreditar propiedad y en consecuencia se reputarían terrenos baldíos. 
Empero, al establecer la exigencia de una actualidad normativa para su aplicación, ésta se 
realizaría tantas veces como se exigiera su aplicación, partiendo en cada caso de un referente 
distinto. En ese orden, estudios de la propiedad en particular variarían tantas veces, como 
fuesen necesario aplicar.   
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clarificación de la propiedad y la conformación de un inventario que 
relacionara todos los baldíos del territorio nacional3.   
En el año 2016, y también dentro de un fallo de una acción de tutela, la Corte 
Suprema de Justicia abordó la pretensión del Incoder de anular una Sentencia 
de prescripción, al señalar que tenía por objeto un terreno baldío. La Corte 
Suprema hizo referencia a las posturas de la Sentencia T 488 de 2014, pero se 
separó de ellas al juzgar que se había omitido la aplicación de una regla que 
definía las características de los predios de propiedad privada.  
En tal orden, se abstuvo de anular la sentencia de prescripción pese a que 
guardaba una estrecha similitud con los supuestos de hecho analizados como 
fundamento de la sentencia de la Corte Constitucional.4.   
El enfrentamiento jurisprudencial referenciado anteriormente es el más 
reciente, pero no el único sobre el tema de acreditación de la propiedad. A 
mediados de los años 80 el Consejo de Estado mantuvo una discusión similar.   
En un primer momento se examinó la legalidad de un acto administrativo de 
clarificación de la propiedad expedido por el Incora5, que había determinado 
que sobre un predio ubicado en el departamento de Nariño, no se acreditaba 
el dominio ajeno y en consecuencia, se reputaba baldío y por tanto de 
propiedad de la Nación.  
El acto administrativo es cuestionado por los demandados aduciendo que 
desde años atrás era objeto de explotación económica, por cuanto el predio 
había ingresado a su patrimonio y debía calificarse como propiedad privada. 
La sentencia mantuvo la decisión administrativa, es decir, reconoció que se 
trataba de un terreno baldío, considerando para tales efectos, que el único 
medio válido para acceder a la propiedad de estos lo constituía la decisión 
 
3 CORTE CONSTITUCIONAL, SALA QUINTA DE REVISIÓN. Magistrado Ponente Jorge Iván 
Palacio Palacio. Acción de tutela interpuesta por Gerardo Escobar Niño contra la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo (Casanare) y otros. Referencia: Sentencia 
T488-14 del nueve (9) de julio de dos mil catorce (2014). 
4 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN CIVIL. Magistrado ponente: Luis 
Armando Tolosa Villabona  STC1776-2016 Bogotá, D. C., dieciséis (16) de febrero de dos mil 
dieciséis (2016). 
5 Dicho trámite administrativo tiene por objeto examinar si respecto de una determinada 
extensión territorial se acredita o no la condición de pertenecerle a alguien, y en tal orden, 
reconocer su propiedad, o si por el contrario no se acredita dominio ajeno y en tal orden, se 
reconoce su calidad de terreno baldío. Vid capítulo X de la Ley 160 de 1994. En su momento, 
es decir para la época en la que se expide la sentencia bajo examen, las reglas estaban 
contenidas en la Ley 200 de 1936, Ley 135 de 1961 y el Decreto 1265 de 1977. 
7 
 
administrativa de disposición: los terrenos baldíos son de propiedad de la 
Nación, y las disposiciones que permiten su aprovechamiento a particulares 
les permiten a estos a su vez, solicitar su titulación.  
En ese orden, se reconoce la explotación económica del predio como un 
supuesto de hecho que permite exigir la titulación, y no como el hecho 
originador de la propiedad6.  
La decisión no fue tomada de manera unánime, el salvamento de voto del 
Magistrado Eduardo Suescún Monroy compartió los argumentos de la 
demanda. Según consignó, la ocupación constituye el modo originario para 
acceder a la propiedad de los terrenos baldíos, por lo que el que ocupa y explota 
un terreno baldío por ese solo hecho ya se convierte en propietario. La decisión 
del Estado de titular un terreno baldío no es constitutiva del dominio, sino un 
acto empadronador de la propiedad que se limita a llevar una estadística de la 
propiedad7.  
Dos años después la tesis mayoritaria fue rebatida, la Sala Plena del Consejo 
de Estado declaró la nulidad de un acto administrativo de clarificación de la 
propiedad que había reconocido como terrenos baldíos a unos predios 
ubicados en el Casanare. Según la decisión, los terrenos baldíos son adquiridos 
por el cultivo y labranza que de ellos se haga, y en general por las actividades 
de aprovechamiento económico, condición que es reconocida como suficiente 
que realice un sujeto que de forma inmediata se convierte en propietario8. 
Dicha tesis se mantuvo vigente hasta la expedición de la Ley 160 de 1994, 
momento en el cual expresamente se determinó que la única forma de acceder 
a la propiedad de los terrenos baldíos era el título expedido por el Estado y que 
los ocupantes de baldíos solo mantenían una expectativa frente a la 
adjudicación.  
La discusión acá recogida, y la comentada párrafos atrás hace referencia a 
decisiones de la Corte Suprema de Justicia desde la década de los años 40, en 
 
6 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. - Sección Tercera. Consejero 
ponente: José Alejandro Bonivento Fernández. Referencia: Expedientes acumulados números: 
2545, Actor: Luis Gerardo Ortega Vargas. 2562, Actor: Aladino Ortega Moreno. 2767, Actor: 
Luis Gerardo Ortega. - Bogotá, D.E. diciembre nueve (9) de mil novecientos ochenta y tres 
(1983).   
7 Ibídem páginas 25-29.  
8 CONSEJO DE ESTADO. SALA PLENA.  Consejera ponente: Aydee Ánzola Linares. 
Referencia: Expediente Nº 11090.  Empate.  Actor: Jaime Rodríguez Camacho. Julio treinta y 
uno de mil novecientos ochenta y cinco. 
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lo que se denomina una interpretación de las presunciones consignadas en los 
artículos 1ero y 2do de la Ley 200 de 1936. Incluso ya en vigencia de la Ley 160 
de 1994, con lo que se esperaba cerrar el debate, un fallo de la Corte Suprema 
de Justicia retomó los argumentos de la ocupación como modo originario, y 
abrió nuevamente la discusión sobre la determinación de los terrenos baldíos, 
y la acreditación y fundamentación del derecho de propiedad9.  
En septiembre de 2016 la misma Corte Suprema de Justicia parece haber 
recogido la tesis expuesta por ella en el mes de febrero con la Sentencia STC 
1776 de 2016, modificando la tesis de ocupación y explotación como hechos 
constitutivos del dominio, para en su lugar legitimar la titulación como modo 
único de acceder a la propiedad de los terrenos baldíos.  
Pese a ello se juzga que la discusión no ha sido superada, las posturas 
interpretativas no son unánimes, y ni siquiera al interior de quienes comparten 
una u otra tesis, se consignan las mismas premisas.  
En el mismo 2016, la senadora del Centro Democrático, Nohora Tovar Rey, 
presentó ante el congreso un proyecto de ley que nuevamente abre el debate. 
Según lo allí consignado los terrenos baldíos son áreas sobre las que no se ejerce 
ningún tipo de aprovechamiento económico, por cuanto los predios que son 
aprovechados por sus ocupantes no pueden tener en modo alguno la condición 
de tierras baldías. La exposición de motivos reconoce que pretende proteger la 
propiedad ancestral ejercida por particulares en los llanos orientales y que, con 
la discusión sobre la naturaleza de los predios, ven expuestos sus intereses ante 
la inminente intervención del Estado para clarificar sus propiedades10.               
En suma, se trata de una pugna entre dos visiones sobre la acreditación de la 
propiedad y su relación con la propiedad pública, que se mantiene vigente 
desde el siglo pasado con puntos de inflexión y variados matices.  
¿Cuál es el punto de enfrentamiento de las referidas posturas? Ciertamente no 
es la inadmisibilidad de la acción de prescripción adquisitiva sobre los terrenos 
baldíos. Este punto es compartido por los dos pronunciamientos, y en ambos 
casos se hace referencia a una larga tradición legal que lo prohíbe desde la Ley 
48 de 1882. El motivo sobre el que orbita el debate reside en las características 
 
9 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN CIVIL. Magistrado Ponente: 
Nicolas Bechara Simancas.  Santafé de Bogotá D. C., veintiocho (28) de agosto de mil 
novecientos noventa y cinco (1995).   




que definen que un específico terreno debe ser calificado como baldío y, en 
consecuencia, lo que define la propiedad privada. 
De una parte, se sostiene, que la determinación de baldíos apela a un criterio 
utilitarista, en el que la ausencia de aprovechamiento, o por el contrario el 
ejercicio de actividades de las que se derivara provecho, constituyen 
circunstancias que incidirían en la configuración de presunciones que 
determinaban qué extensiones de terreno según el caso, fueran consideradas 
como de propiedad privada o como baldíos (Artículos 1 y 2 de la Ley 200 de 
1936).  
Por otra parte, se afirma que los terrenos baldíos conceptualmente son aquellos 
sobre los que no es posible acreditar el dominio ajeno, y que este solo puede 
ser configurado según alguna de las reglas de acreditación contenidas en las 
leyes agrarias y no civiles.  
Las dos posturas referenciadas comparten el planteamiento de problema en 
una forma binaria: del conjunto de bienes inmuebles en el régimen jurídico 
colombiano se oponen dos tipos de categorías: las que acreditan el dominio 
ajeno a la Nación y los inmuebles que no tienen dicha característica. A estos 
últimos se les denomina terrenos baldíos11. Sin embargo, difieren en la 
identificación de las características que califican a un inmueble como baldío o 
del dominio particular. 
Las sentencias hasta ahora referenciadas solo representan un pequeño número 
de los múltiples pronunciamientos sobre el tema; sin embargo, constituyen los 
más representativos.  
 
Presentar en detalle este debate exige la reconstrucción de los argumentos de 
cada una de las posturas en tensión. En tal orden, se plantea abordar este 
debate, en cuatro partes:  
 
(i) La primera presentará algunos aspectos, muy generales, relativos a 
los derechos de propiedad inmobiliaria, se trata de algunas 
consideraciones de orden teórico, con los que se ha fundamentado, 
 
11 La definición que realiza nuestro sistema jurídico de lo que es un terreno baldío es expresada 
de manera negativa: el significado que se le adscribe no describe un conjunto de propiedades 
que debe tener un bien para denominarse como baldío, sino que, por el contrario, señala que 
quedan comprendidos bajo dicho concepto todos aquellos bienes inmuebles sobre lo que no 
sea posible acreditar el dominio ajeno. En suma, la definición es residual, y comprende todo lo 
que no se pueda demostrar que salió de dicha condición. Esta presunción es conocida bajo la 
denominación de “dominio eminente”.          
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y que de manera indirecta influyen en las posturas del debate. Se 
hará acá también una conexión con el Acuerdo de Paz y como de este 
se pueden extraer elementos que ambientan el debate de 
acreditación.  
(ii) Seguidamente se analizará la primera de las posturas que gravita en 
torno al aprovechamiento económico como elemento constitutivo de 
los derechos de propiedad sobre los predios rurales. En ella se hará 
una reconstrucción de los argumentos desde la misma legislación 
colonial, y como influyeron en el régimen de tierras que reglamentó 
el acceso a los terrenos baldíos.  
(iii) De manera paralela se mostrarán los fundamentos de la postura 
conforme a la cual el acceso a los terrenos baldíos, solo puede 
efectuarse mediante el título que expida el Estado. Esta es quizás la 
postura mayormente aceptada en la actualidad, pero reviste algunas 
inconsistencias.  
(iv) Finalmente se realizará una propuesta sobre fundada 
principalmente en la interpretación de las fórmulas de acreditación 
de la propiedad consignadas en el artículo 48 de la Ley 160 de 1994. 
Aunque no se trata de una postura completamente original, en tanto, 
recoge parte de los fundamentos de las posturas comentadas, 
especialmente el título de Estado, formula distinciones que llevan a 
aceptar que el acceso a los baldíos no ocurre para todos los casos a 
través del título originario expedido por el Estado.  
 
En resumen, se plantea ambientar el debate para formular lo que en mi opinión 
constituye una postura que permite escapar a las inconsistencias de las teorías 






I. ASPECTOS TEÓRICOS DE LA ACREDITACIÓN DE 
PROPIEDAD 
 
1. Acreditación de derechos de propiedad. 
 
Las relaciones que los sujetos han mantenido con la tierra se han expresado, 
entre otras, en instituciones jurídicas con las que se han formalizado y 
construido reglas para su protección. Los derechos de propiedad constituyen 
el ejemplo paradigmático de los derechos subjetivos, y en dicho orden, 
formulados como el estándar de mayor protección para tales relaciones.    
Son múltiples los análisis acerca de las exigencias para la transferencia de los 
derechos de propiedad y las ritualidades con las que deben celebrarse los 
contratos que involucren bienes inmuebles. En contraste, son pocos los 
estudios jurídicos que se han efectuado acerca de las condiciones en las que se 
funda el derecho de dominio, es decir, por el establecimiento de las condiciones 
de surgimiento que hacen posibles las transacciones y solemnidades que las 
toman como objeto. Su relevancia se justifica en dos aspectos, de un lado, por 
la importancia que reviste la seguridad de los derechos, y de otro, porque como 
se mostrará, al negar la condición de dominio particular, se afirma la condición 
de bienes públicos, o por lo menos de que no son exclusivos de una 
determinada persona. 
Se plantea que la justificación del origen de los derechos de dominio no debe 
ser un asunto problemático, en tanto, la propiedad es una institución que, de 
facto, se configuró con anterioridad a la formulación de las mismas leyes que 
la rigen, siendo un hecho que se impone al legislador. Se agrega que un examen 
pragmático –se compara el uso de la tierra por parte de pueblos nómadas y 
sedentarios- que identifique la utilidad de mantener dicha institución, 
mostrará que resulta siempre más eficiente proveerse de medios de 
subsistencia en una sociedad que mantiene los derechos de propiedad: “La 
propiedad individual justifica ampliamente su existencia por los servicios que 
ella ofrece a la humanidad”12.  
 
12 PLANIOL Marcelo y RIPERT Jorge. Tratado Práctico de Derecho Civil Francés Tomo II. Lo 
Bienes. Traducción Española DÍAZ CRUZ Mario. Cultural, S.A. Habana 1940. Páginas 8 y 9. 
12 
 
El análisis en dichos términos resulta útil para determinar el alcance de la 
propiedad, pero no explica las razones por las cuales dichos derechos se 
justifican. No se trata de indagar cómo surgieron y se consolidaron 
históricamente los derechos de propiedad, sino de analizar los fundamentos 
que se ofrecen para justificar su pervivencia y el mantenimiento de las 
facultades de uso, goce y disposición.  
 
En rigor, el derecho de propiedad no se limita a un hecho capaz de imponerse 
a las leyes mismas, su concepto es normativo, pues su observancia se justifica 
en el reconocimiento como institución, al interior de un orden normativo 
complejo. Frente a la utilidad, ciertamente esta juega un papel determinante 
que condiciona incluso su pervivencia. No obstante, el ejemplo al que se apela 
para comparar pueblos sedentarios de los nómadas se limita a demostrar que 
es más eficiente el uso de la tierra por parte de sociedades asentadas en un 
territorio, que aquellas que de manera constante se desplazan de uno a otro, 
pero no condiciona las figuras jurídicas con las que se formaliza su utilización. 
   
2. La propiedad como relación entre individuos respecto de un objeto.  
 
En la visión tradicional, el derecho de propiedad inmobiliaria se concibe como 
una relación entre un sujeto (propietario) y un objeto (bien), en donde el 
segundo está dotado de una facultad para usar, gozar y disponer a su voluntad 
de lo apropiado13. La propiedad es concebida así, como un derecho que otorga 
prerrogativas superiores a un determinado sujeto sobre el objeto que apropia14.  
 
13 El derecho real de dominio supone tres facultades: (i) el ius utendi o derecho de uso sobre la 
cosa, en virtud del cual se faculta para servirse de ella a fin de satisfacer intereses sin más 
limitaciones que aquellas impuestas por la Ley, (ii) el ius fruendi o derecho de goce, que faculta 
para el aprovechamiento de los productos que genere el bien, y (iii) el ius abutendi o derecho 
de disposición, en virtud de cual se puede enajenar, vender, gravar y en general transferir a 
cualquier título, los derechos sobre la cosa.   
14 “El Derecho real el es que se ejercitamos de forma inmediata sobre una cosa” Con ello quiere 
resaltarse el carácter de absoluto del derecho de propiedad al señalarse que pese a que la 
relación de derecho de propiedad, como parte de los derechos reales, supone no solo al sujeto 
que ejerce las facultades de uso goce y disposición, sino a un número indefinido de sujetos 
pasivos que tiene una obligación negativa de no impedir el ejercicio de dichas potestades, por 
cuanto se hace abstracción de dicho aspecto: “Nadie tendrá la ocurrencia de inscribir dicha 
obligación en el pasivo de su patrimonio: el valor positivo que figura en el activo del titular del derecho 
real, no corresponde un valor negativo en el patrimonio de otra persona . Por esto es que en la noción del 
derecho real se hace abstracción de los obligados” BAUDRY-LACANTINERIE Gabriel. Précis de 
13 
 
Dicho acercamiento es problemático: cualquiera que sea la relación que se traba 
en el derecho de propiedad, esta no puede limitarse a un vínculo que formula 
de manera independiente un único sujeto, sino que demanda el reconocimiento 
o aceptación de otros individuos y, especialmente, de la comunidad. Los 
derechos de propiedad requieren el concurso de voluntades no solo de quien 
apropia sino también de otros que aceptan y reconocen la apropiación.     
Alternativamente puede concebirse como una relación exclusivamente entre 
sujetos: las facultades que se concentran en un individuo respecto de 
determinados bienes suponen relaciones exclusivamente con otros sujetos que 
aceptan que sean ejercidas excluyéndolos a ellos de su ejercicio, las reglas de 
transacción, por tanto, no se conciben como intercambios de objetos, sino de 
poderes exclusivos, reconocidos por otros15 y 16.  
Caracterizada así, la propiedad adquiere un carácter formal que no hace 
referencia a ninguna entidad distinta a la intersubjetividad enlazada entre 
distintos sujetos. Allí no se establece ninguna relación con un objeto, lo que 
implica que su concreción no se haga respecto de un determinado objeto 
considerado escaso y valioso17.  
 
droit civil Tomo II. Pag 33. Tomado de GARCIA MAYNEZ Eduardo. Introducción al Estudio 
del Derecho. Editorial Porrua. Página 206.       
15 Opus cite STORDEUR Eduardo. Análisis […] Página 148-149. 
La tesis de abstracción de los sujetos pasivos también es criticada al señalar que es un buen 
recurso para explicar el ejercicio del derecho de propiedad sin necesidad de recurrir a la 
intermediación de otros. Sin embargo, se califica como falsa pues: “Entre una persona y una 
cosa no puede existir un vínculo jurídico; semejante relación carecería de sentido. Por 
definición, todo derecho es un vínculo entre personas” PLANIOL Marcelo y RIPERT Jorge. 
Tratado Práctico de Derecho Civil Francés Tomo II. Lo Bienes. Traducción Española DÍAZ 
CRUZ Mario. Cultural, S.A. Habana 1940.  
16 Pese a ello el reconocimiento de los derechos de propiedad étnica se fundan en buena medida 
en la subjetivación de los objetos de apropiación: la importancia del concepto del territorio va 
más allá de la simple identificación de un recurso escaso que sirve de medio para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de sus propietarios -premisa sobre la que se fundan 
en general los reconocimientos de derechos de propiedad (artículo 58 de la Constitución 
Política)- sino que es considerado como un fin en sí mismo por su estrecha relación con sus 
referentes culturales y prácticas de aprovechamiento de los predios.           
17 En rigor el énfasis de Planiot se dirige a mostrar el carácter absoluto del derecho de 
propiedad, no es relativo en tanto no depende de los demás sujetos: “Existen muchas obligaciones 
legales establecidas de pleno derecho entre las personas, que se caracterizan por ser universales es su 
aspecto pasivo, como los derechos reales. […] Entre ellas se encuentran las obligaciones de respetar la 
vida, el honor y la salud de terceros. Estas relaciones obligatorias tienen como acreedor a un solo sujeto. 
La analogía es sorprendente.” Opus cite PLANIOL Marcelo y RIPERT Jorge.  
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El objeto apropiado no puede circunscribirse a algo eminentemente subjetivo, 
bien porque tal cosa ya hace parte del sujeto propietario, o bien porque no es 
posible ser transferido por el obligado a reconocer algo como ajeno cuando se 
refiere a algo que le es inmanente: la convención que realicen X y Y conforme 
a la cual el intelecto del primero es de su propiedad es vacía, como imposible 
la que establezca la transferencia a alguno de ellos.  
La propiedad supone entonces una relación que se representa en la realidad, 
no exclusivamente formal, pues ella genera efectos entre el propietario, un 
objeto y los otros que no tiene la condición de propietarios. No tiene la 
condición de propietario aquel que afirma ser dueño de una estrella, aun 
cuando otros individuos convengan en ello e interactúen con este para pactar 
su transacción. La propiedad exige una relación con un objeto, corporal o 
incorporal, que se materialice en efectos sensibles.  
 
Incluso al considerar las relaciones que se aceptan dentro de un juego de mesa 
de intercambio de bienes, la representación que se hace sobre tales 
intercambios tiene un contenido material, que se concreta en determinadas 
ubicaciones dentro del tablero de juego. Diferente resulta, que tales asientos 
refieran a un contenido imaginario, en el que los sujetos participantes transitan 
generando consecuencias para los demás participantes y para ellos mismos.  
Sin embargo, la relación que se formula entre sujeto, los otros y el objeto de 
apropiación, no es de cualquier tipo: no se reduce a un acuerdo de voluntades, 
entre un número finito de personas, que establecen cierto orden de potestades 
en favor de algunos de ellos, y respecto de algún objeto.  
Por el contrario, las prerrogativas reconocidas a quien se designa como 
propietario son calificadas como universales, en tanto, los poderes que se 
reconocen a su beneficiario exigen de parte de los no propietarios el llamado a 
acatar la exclusión de tales poderes, es decir, al conjunto de todos los sujetos 
que no revisten la condición de propietarios, integrado no solo por quienes hoy 
adolecen de tal atributo, sino también de aquellos que con posterioridad se 
sumen a dicho conjunto. 
Formular los derechos de propiedad como una relación entre tales términos, 
permite identificar los errores que se pueden plantear en las posturas que 
justifican los derechos de propiedad tomando como fundamento     
Esta cuestión resulta relevante para la discusión que acá se plantea, en tanto, 
algunas posturas con las que se intenta justificar la acreditación de propiedad, 
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se erigen sobre el hecho de considerar que los derechos de propiedad son 
constituidos por un acto autónomo de un individuo que toma para si un 
determinado objeto, dejando de lado, la consideración antes expuesta, 
conforme a la cual dicha apropiación solo puede denominarse propiedad si los 
demás encuentran razones para reconocer dicha potestad.  
No se trata de abordar qué tipo de justificaciones de orden moral, o económico 
pueden ofrecerse para aceptar los derechos de propiedad, sino hacer expreso 
que la propiedad, supone una relación con otros individuos que acatan las 
consecuencias que se derivan de aceptar los poderes inmanentes a esta.  
 
3. La propiedad no se limita a un hecho 
 
El ejercicio de las facultades de uso, goce y disposición por sí sola no implica 
la configuración de la propiedad. La aprensión que realiza el ladrón sobre un 
objeto supone para él el ejercicio de dichas potestades, pues su uso y goce solo 
dependen del éxito del apoderamiento y de su voluntad de ejecutar acciones 
que materialicen dichos poderes. La disposición sobre el bien usurpado por su 
parte se identifica también como posible, no de otra manera se explicaría la 
sanción conocida bajo la denominación de receptación para quien no 
participando en el delito adquiera los bienes que provienen de él. Pese a que 
materialmente el ladrón puede ejercer dichas facultades no le es propio 
denominarlo como propietario, pues el apoderamiento se sanciona justamente 
por recaer respecto de un bien que le es ajeno.  
Ocurre también que, aún teniendo la condición de propietario, el sujeto se vea 
desprovisto de alguna de tales facultades sin que por ello abandone su 
condición. Por ejemplo, buena parte de los programas de reforma agraria en 
Colombia, se caracterizan por condicionar la ejecución del uso, goce, y aún la 
disposición jurídica, obligando al propietario a que adelante de determinados 
modos y maneras el aprovechamiento del predio adjudicado, o vedando 
cualquier posibilidad de enajenarlo, transferirlo o imponerle gravámenes18. Las 
 
18 Son múltiples los ejemplos de dicho tipo de condiciones, conocidas bajo la denominación de 
limitaciones al ejercicio de la propiedad. Dentro de la Ley 160 de 1994 se limita la facultad de 
disposición de los predios que hubieren sido adquiridos con ocasión de la adjudicación del 
subsidio para la compra de tierras por un término de 12 años. También se limita cuando la 
propiedad corresponde a la adjudicación de predios que hacían parte del patrimonio del 
Incora, Incoder o de la Agencia Nacional de Tierras, hasta por un término de 15 años. Para 
16 
 
limitaciones a la facultad de disposición no solo pueden ser temporales sino 
también definitivas: la delimitación de cierto tipo de figuras de ordenamiento 
territorial permite, por ejemplo, alinderar áreas bajo alguna denominación 
específica en el que, sin mutar la naturaleza de los predios ubicados a su 
interior, se imponen nuevas reglas para su ejercicio, prohibiendo su 
enajenación sin que con ello se juzgue haber afectado el núcleo esencial del 
derecho de propiedad19.   
 
Pese a lo anterior, tratándose de bienes inmuebles, la propiedad presenta 
algunos matices: las reglas de transacción de los derechos se realizan de 
manera solemne en tanto, no resulta suficiente el acuerdo de voluntades entre 
quienes deciden trasferir derechos, exigiendo formas solemnes sobre el título 
y modo. Es decir, ningún sujeto adquiere la condición de propietario de un 
bien inmueble sin agotar rigurosamente determinadas formas. Pese a ello, 
acciones como la prescripción adquisitiva reconocen la posibilidad que un 
sujeto que no tenga la condición de propietario la adquiera por el ejercicio de 
acciones en condiciones similares a como lo haría si efectivamente hiciera parte 
de su propiedad, previa declaración judicial en el marco de un juicio 
adelantado al efecto. Paralelo a ello el Código Penal Colombiano sanciona 
como un hecho punible la apropiación de un bien inmueble respecto del cual 
no se tiene la condición de propietario.  
 
Las anteriores consideraciones muestran que fundan la justificación de los 
derechos de propiedad de manera exclusiva en los hechos apropiadores, bien 
 
ambos casos, y por los términos referidos, los titulares de las adjudicaciones se obligan a 
adelantar determinados proyectos productivos y a acatar reglamentos especiales sobre el 
aprovechamiento de los recursos naturales.  
Doctrinalmente el uso del expresión “limitación a la propiedad”  en su sentido más general, 
refiere a al conjunto de situaciones de intervención estatal en el ejercicio de la propiedad, no 
obstante, a un nivel más específico se distinguen tres órdenes de medidas : la limitación a la 
propiedad entendida como condiciones relativas al ejercicio del derecho sin modificar sus 
contenido, la delimitación como una definición del contenido del derecho sin extinguirlo, y las 
denominadas potestades ablatorias que privan y eliminan derecho privados en atención a un 
interés público. Vid. CASSAGNE Juan Carlos. Derecho Administrativo Tomo II Novena 
Edición. Pontificia Universidad Javeriana Bogotá. Abeledo Perrot Buenos Aires. Páginas 605-
606. 
19 “La limitación impuesta a la disposición de los bienes que se incorporan al Sistema de Parques 
Nacionales Naturales a fin de realizar la función ecológica prevista a la propiedad privada en la 
Constitución, no implica un desconocimiento de los atributos de uso, goce y explotación sobre los 
mismos.” Corte Constitucional. Sala Plena. Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL. 
Sentencia C-189 de 2006.   
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sea a través del ejercicio de un posesión, o bien de la denominada ocupación, 
o incluso el ejercicio de un aprovechamiento económico, resultan insuficientes 
para explicar fenómenos de propiedad en la que no hay un uso directo, o bien 
casos en los que pese a la apropiación o aprovechamiento económico no puede 
configurarse los derechos de propiedad. Lo anterior será especialmente 
relevante cuando abordemos las justificaciones de acreditación de la propiedad 
fundados en el mero aprovechamiento económico.   
    
4. Propiedad y Estado 
 
La sola convención no puede explicar enteramente las relaciones que se 
formulan en la propiedad.  Una explicación al respecto puede identificarse en 
las teorías contractualistas de la formación del Estado en el que señalan las 
condiciones de posibilidad de la figura en el denominado estado de naturaleza 
y como se configuran en el estado social.  
 
Dentro de estas se encuentran dos órdenes de explicación: la primera, señala 
que la propiedad es anterior al Estado, y que es deber de este proteger aquello 
aprendido por los sujetos en el Estado de Naturaleza “Lo que el hombre pierde 
por el contrato social es su libertad natural y un derecho ilimitado a todo lo que le tienta 
y pueda alcanzar; lo que gana es la libertad civil y la propiedad de todo lo que posee”20.  
En la segunda, los derechos de propiedad no pueden en rigor reconocerse en 
el Estado de Naturaleza dada la relativa igualdad de capacidades de los 
hombres, estos pueden entrar en conflicto por la disputa de un mismo bien que 
ambos desean y no pueden compartir, la competencia para satisfacer dichas 
pretensiones los expone a un Estado de Inseguridad, pues el invasor no tiene 
otra cosa a la que temer que el poder del otro hombre. 
 
20ROUSSEAU Jean-Jacques. El Contrato Social. Traducción Rodríguez-Huescar 5ta edición 
1962 páginas 71 y 72. No obstante, Rousseau formula repararos a la constitución de derechos 
individuales de propiedad porque ello representa el origen de las desigualdades y los 
conflictos entre los hombres: “El primer individuo al que, tras haber cercado un terreno, se le 
ocurrió decir «Esto es mío» y encontró a gentes lo bastante simples como para hacerle caso, fue 
el verdadero fundador de la Sociedad Civil. Cuántos crímenes, guerras, asesinatos, cuántas 
miserias y horrores no le hubiera ahorrado al género humano el que, arrancando las estacas o 
cegando el foso, hubiera gritado a sus semejantes: «Guardaos de escuchar a este impostor; 
estáis perdidos si olvidáis que las frutas a todos pertenecen y que la tierra no es de nadie…»  
Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualdad entre los hombres. Barcelona, 
Ediciones Península, 1976, p. 71. Pese a ello puede identificarse, lo juzgue conveniente o no 




Así, por ejemplo, según Hobbes la auto conservación es formulada como el 
derecho natural que tienen todos los hombres para ejercer su poder, sin 
limitación alguna, para conservar su vida. Dicho derecho es propio de todos 
los hombres y en el Estado de Naturaleza genera un estado de zozobra, pues 
el hombre no sólo reconoce dicha potestad en él, sino también en los demás 
individuos: será su propia fuerza lo único que le garantiza su conservación.   
 
Por ello es necesario que los hombres busquen la paz, precepto postulado como 
la primera Ley de la Naturaleza. De ella deduce que los hombres en pro de 
buscar la paz, y garantizar su vida, transfieren el libre ejercicio de 
autoconservación, pues retenerlo lo expone al estado de guerra y con ello 
exponen su derecho a la vida (segunda ley).  De ello deducirá la tercera ley, de 
acuerdo con la cual los hombres deben cumplir los pactos que han celebrado, 
sin tal garantía los pactos son meras palabras vacías, y no cumplen sus 
propósitos.   
 
En el estado de naturaleza los hombres tienen derecho a todo aquello que 
puedan conseguir y defender en pos de lograr su conservación, no siendo 
posible calificar como usurpación lo que otro me quita, pues todos los hombres 
tendrían derecho a todo. Sin embargo, al transferir el ejercicio del derecho 
natural, los hombres se imponen límites, no siendo válido, pactada la renuncia, 
ejercerla nuevamente. Así, el cumplimiento de los pactos es ubicado como el 
origen y fuente de la justicia, y por ende de la propiedad.  
Pero ello supone no sólo el cumplimiento de los pactos, sino además que ellos 
indiquen lo que le corresponde a cada cual y la existencia de un poder 
coercitivo capaz de garantizar el cumplimiento de lo pactado: El Estado 21. 
 
Con lo anterior se quiere mostrar que los derechos de propiedad solo pueden 
configurarse al interior de un Estado, en tanto, las relaciones que se traban 
entre individuos y objetos apropiados requieren no solo la convención entre 
los individuos, sino a su vez un legitimo ejercicio de coerción que ponga 
remedio a incumplimientos que de tales pactos se realicen.  
 
Esto pone en entere dicho la afirmación conforme a la cual los derechos de 
propiedad son anteriores a la conformación misma del Estado, y por ende del 
 
21 Vid HOBBES Thomas. Leviatán o la materia forma y poder de una república eclesiástica y 
civil. Fondo de Cultura Económica. 1994. México.  
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derecho, pues aunque históricamente esto pueda operar para algunos casos así, 
conceptualmente los derechos de propiedad suponen una convención entre 
asociados que admiten el ejercicio exclusivo de las facultades de los 
propietarios.          
5. Acuerdo de paz en Colombia 
 
La Reforma Rural Integral, planteada dentro del punto número uno de los 
Acuerdos de Paz22, proyecta la ejecución de una serie de acciones 
institucionales ligadas con los derechos de propiedad rural, para promover el 
uso adecuado de la tierra, su formalización, restitución y distribución 
equitativa garantizando el acceso a la propiedad a los habitantes rurales. Las 
partes coincidieron en identificar un problema estructural sobre la certeza de 
los derechos de propiedad, que tradicionalmente ha sido resuelto por vías 
ilegales, siendo necesario que la implementación del Acuerdo se oriente en 
garantizar medios para la resolución de los conflictos de los derechos de 
propiedad por las vías institucionales.  
Ya se había indicado que la sola firma de los Acuerdos no sería suficiente para 
erradicar cualquier forma de violencia, aunque se identificó en tal hecho un 
efecto de mayor importancia: deslegitimar la violencia y asumir las vías 
democráticas e institucionales como medios para resolver los conflictos.23  
La consolidación de la paz pasa obligatoriamente por configurar relaciones de 
seguridad jurídica en los derechos de propiedad. Sin embargo, no se planteó 
que dicho objetivo se consolide de cualquier manera, al condicionarse al 
principio orientador denominado “regularización de la propiedad”24.  Este 
reafirma la necesidad de resolver los conflictos sobre la propiedad, por las vías 
institucionales, pero exige corregir la ilegalidad en la posesión y en la 
propiedad de la tierra25.                  
 
22 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera. Versión 24.11.2016. [citado 20, agosto, 2017]. [En línea]. Disponible en:  
http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf.       
23 Departamento Nacional de Planeación – DNP, 2014, Bases del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018, “Todos por un nuevo país, Paz, Equidad y Educación, Versión Preliminar para 
discusión del Consejo Nacional de Planeación, Bogotá D.C. Páginas 4 y 6.   
24 Acuerdo Final Op. Cit., p 13.   
25 La seguridad jurídica implica que las partes involucradas en cierto tipo de relaciones 
jurídicas identifiquen como predictibles las consecuencias de sus acciones. El derecho como 
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Ligado a dicho objetivo se identifica también el de corregir la inequitativa 
distribución de los derechos de propiedad26.  Según el censo nacional 
agropecuario de 2014, el 2.1% de la superficie censada contiene el 75% de las 
unidades de producción agropecuaria con áreas menores a las cinco hectáreas, 
mientras que los predios cuya área supera las 500 hectáreas ascienden tan solo 
al 0,4% de las unidades de producción agropecuaria, pero se extienden en el 
76% del área censada.  
Aparejado a ello, se formula otro objetivo dentro de los Acuerdos de Paz: 
corregir la inequitativa distribución de los derechos de propiedad. 
Históricamente nuestro país se ha caracterizado por mantener niveles de 
concentración de la tierra en cabeza de un pequeño segmento de la población, 
situación que contrasta con un número considerable de habitantes que no 
disponen de propiedad, o tierras suficientes para su aprovechamiento. Ello se 
conoce bajo la denominación de la estructura bimodal de la propiedad, cuya 
configuración según algunos autores se remontan a las mismas relaciones de 
propiedad que se impusieron con el proceso de colonización y posteriormente 
reproducidas en buena medida en la época Republicana.27  
 
institución reguladora de la vida social debe ofrecer claridad a sus integrantes para que ajusten 
su conducta a determinadas reglas.  Un sistema jurídico que funcione debe tener un 
mecanismo de solución de controversias que se conecte con las reglas de la práctica. Si 
hipotéticamente se dispusiera resolver los conflictos jurídicos a través de un sistema de azar 
(lanzar una monedad), las personas aun desconociendo el mecanismo, terminarían 
percatándose que no existe una regularidad en la forma de resolver los conflictos que se 
suscitan frente a los reproches de sus conductas,  por cuanto, a mediano plazo, resultaría 
indiferente dar o no cumplimiento a las obligaciones, pues frente a una resolución judicial 
tendrían las mismas posibilidades de obtener un fallo a su favor. LAPORTA J Francisco. El 
imperio de la Ley. Una Visión Actual. Editorial Trotta S.A 2007. Capítulo VI La Predecibilidad 
y Distribución del Poder páginas 127-137. La resolución de los conflictos sobre los derechos de 
propiedad no pueden reducirse a cálculos utilitarios, en tanto, no se limitan a resolver 
solamente relaciones económicas, sino que albergan a su vez pretensiones de corregir 
situaciones abiertamente injustas, la pervivencia de los derechos de propiedad debe estar 
respaldada por un examen institucional sobre la justicia en su adquisición y transferencia.      
26 Los análisis de las relaciones entre inequidad y violencia han sido variados. De un lado se 
ha formulado como explicación que es la violencia la que genera pobreza, y en general los 
problemas asociados a las difíciles condiciones de vida de los ciudadanos. Vid. Bonilla, 
Leonardo (2009), “Revisión de la literatura económica reciente sobre las causas de la violencia 
homicida en Colombia”, Serie Documentos de trabajo sobre economía regional, Cartagena: 
Banco de la República, Centro de Estudios Económicos Regionales (CEER). Por otro lado se 
postula a la desigualdad en la distribución de la riqueza como la generadora de violencia bajo 
lo que se ha conocido como las tesis de “las causas objetivas de la violencia”   
27 El proceso de colonización en las Américas inició como un proceso de evangelización “sin 
otra obligación que la de someterse a los dictados de la conciencia de cada cual”: La bula papal 
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Dicho fenómeno ha sido identificado como una constante dentro de los 
principales instrumentos normativos con los que se ha intentado la 
implementación de las políticas de reforma agraria. Tanto la Ley 135 de 196128, 
como la Ley 160 de 199429 formularon como objetivo la modificación de la 
estructura de la propiedad principalmente a través de la intervención del 
 
expedida por el Papa Alejandro VI autorizaba a los conquistadores, en caso de oposición, a 
despojar, matar y esclavizar a los indígenas. El proceso de colonización pronto se trasformó en 
un proceso de extracción de minerales y posteriormente de materias primas, que propiciaron 
agresivos procesos de esclavización y acaparamiento de tierras y bienes muebles en perjuicio 
de la población nativa. Así se abrieron paso instituciones jurídicas españolas que sirvieron de 
instrumentos a la tarea de colonización: la mita, la mita agraria, la encomienda, las 
capitulaciones y los repartimientos, entre otros. La alta liberalidad dada a los conquistadores 
produjo fenómenos de acaparamiento de tierras y a la diminución de la población indígena. 
Frente a ello paulatinamente se produjeron modificaciones normativas dirigidas a controlar la 
empresa colonizadora, a limitar el ejercicio de la ocupación posesión y propiedad de los 
vecinos blancos, y finalmente a proteger a los nativos de los repetidos abusos de sus vecinos 
blancos. Con todo, los modelos de apropiación de la tierra en el periodo republicano fueron 
reproducidos. Prevaleció el reconocimiento de la propiedad en favor de determinadas clases 
sociales como contraprestación a los servicios en la guerra, empresas de descubrimiento, 
consolidación de la soberanía y financiación del funcionamiento del aparato estatal, en lo que 
se ha denominado como la prodigalidad del Estado en el reparto de tierras.  Al respecto se 
destacan los análisis históricos de dichos periodos en: MACHADO C. ABSALÓN. Ensayos 
para la Política de Tierras en Colombia. De la Colonia a la creación de Frente Nacional. 
Colaboración de Julian A. Vivas. Bogota: Universidad Nacional de Colombia. Facultad de 
Ciencia Económicas. Centro de Investigaciones para el desarrollo CID. MAYORGA Fernando, 
La Propiedad de Tierra en la Colonia, Mercedes, composición de títulos y resguardos 
indígenas, Tomado de: Revista Credencial Historia. (Bogotá - Colombia). Edición 149, mayo 
de 2002. M Jose y URQUIJO Marisol, El Régimen de la Tierra en el Derecho Indiano, Segunda 
Edición Aumentada, facultad de Derecho y ciencias sociales. Instituto de Historia del Derecho 
Ricardo Leveme. Disponible en:  http://textoslegalesantiguos.blogspot.com/2010/08/blog-
post_23.html. OTS Capdequí José María. España en América. El régimen de tierras en la época 
colonial. Fondo de Cultura Económica 1959.      
28 Vid Ponencia para segundo debate del proyecto de la Ley sobre Reforma Social Agraria, 
presentada al Senado. Tomado de SERRANO A. Luis F. LA REFORMA SOCIAL AGRARIA: LA LEY 
135 DE 1961. 
29 El balance se realiza a la política conforme a la cual solo una efectiva restructuración de la 
propiedad permitiría elevar la calidad de vida de los trabajadores agrarios, mitigar su 
acelerado flujo migratorio a las ciudades y resolver los conflictos generados por la tenencia de 
la tierra. Se asegura que en teoría dicha política se encontraba adecuadamente direccionada 
para el momento de su formulación –Ley 135 de 1961- pues con ello se esperaba que grandes 
latifundios improductivos fueran objeto de procesos de redistribución en favor de la población 
campesina. Empero, identifica como causas de su fracaso la lentitud de los procesos de 
adquisición –la subjetividad en la calificación de las tierras improductivas-, el bajo presupuesto 
del Incora para adelantar los procesos de adquisición de tierras, las tendencias alcistas de los 
predios generados como consecuencia de la intervención estatal, y la mutilación de la 
capacidad de auto gestión campesina. Véase al respecto Exposición de Motivos: Gaceta del 
Congreso Año I No 131, jueves 29 de octubre de 1992. 
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mercado de tierras en las que el Estado adquiere derechos de propiedad, los 
incorpora a su patrimonio y posteriormente los destina a programas de 
redistribución adjudicándolos, por regla general, a personas que no ostentan 
la condición de propietarios.30  
Dentro del Acuerdo de Paz se acude, en términos generales a la 
implementación de una política de redistribución, a través del “Fondo de 
Tierras”. Conformar un acopio de tierras suficiente para distribuir entre la 
población rural que no tiene derechos de propiedad plantea un reto fiscal 
enorme y difícilmente ejecutable. Sin embargo, un análisis detallado de las 
fuentes que lo integran sugiere que, aunque no descartado, la compra de 
predios no es el único, ni el principal medio. La descripción de las fuentes 
señala procesos judiciales y administrativos como medios para proveer al 
Estado de Tierras: la recuperación de tierras públicas –terrenos baldíos 
indebidamente ocupados- y la extinción del derecho de dominio son solo 
algunos de los ejemplos.  
En suma, se identifican en los Acuerdos dos tipos de objetivos de la mayor 
relevancia, de un lado, garantizar que los conflictos, asociados a los derechos 
de propiedad, se resuelva por vías institucionales, y a la par garantizar equidad 
en la distribución de los derechos de propiedad. La certeza sobre los derechos 
de propiedad y promover políticas de redistribución pasan necesariamente por 
ofrecer mecanismos eficaces que permitan resolver los conflictos que 
históricamente se han asociado a ellos31.           
La certidumbre sobre los derechos de propiedad rural constituye una 
condición necesaria para el mejoramiento de las condiciones de vida de los 
pobladores rurales. Es, según se expresa en el propio Acuerdo Final, una forma 
 
30 Ver PARRA Cristancho Andrés. “La Reforma Agraria: el ocaso de una política de inclusión 
en Colombia” En lecturas sobre derecho de tierras: tomo I /Jaime Augusto Correa Medina [y 
otros], compiladora María del Pilar García Pacho. Bogotá Universidad Externado de Colombia 
2017.  
31 Adicionalmente a los estudios de violencia e inequidad, es posible identificar análisis de la 
cultura del incumplimiento de las normas que relacionan la pobreza y falta de desarrollo 
económico con la ausencia de un Estado consolidado que garantice el cumplimiento de las 
normas “el desarrollo económico no es solo un asunto de números y capitales, sino también de 
valores y percepciones. La manera como los individuos ven las normas estatales y el poder 
público tiene consecuencias no solo judiciales y criminales, sino también económicas.” 
GARCÍA VILLEGAS Mauricio. Normas de Papel. La Cultura del Incumplimiento de las 
Reglas. Siglo Editores De Justicia página 23. 
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de precaver la repetición de hechos que sirvieron de causa y de efecto al 
conflicto.     
Las políticas de reforma agraria implementadas en nuestro país se han 
orientado de manera tradicional en modificar la estructura de la propiedad 
rural a través de la corrección de fenómenos de la propiedad calificados como 
irregulares: informalidad en la propiedad, concentraciones de propiedad 
irregular, propiedad ociosa y minifundio, entre otros.  
Sin embargo, dichos objetivos, no pueden configurarse de manera concreta si 
de manera previa no se resuelven las discusiones sobre la certidumbre de los 
derechos de propiedad.  
De un lado, porque esta es condición necesaria para la definición de los 
derechos que reconoce, es decir, si la política de reforma agraria pretende 
democratizar los derechos de propiedad, creando nuevos propietarios de 
predios rurales, estos deben tener la seguridad de haber adquirido tal 
condición, es decir, que los derechos reconocidos no serán objeto de una nueva 
controversia en las que se niegue su configuración. Dos ejemplos pueden dar 
luz sobre este problema: (i) en los procesos de titulación de baldíos se hace 
referencia a una disposición del Código Fiscal, conforme a la cual, en la 
titulación, el Estado no aseguraba la condición de las tierras que adjudicaba, y 
por lo tanto, no se obligaba al saneamiento de la propiedad que se transfería 
en la adjudicación32. En otras palabras, se planteaba que en los procesos de 
titulación de baldíos era deber del particular asegurar la condición del predio 
que solicitaba en adjudicación. 
De otra parte, el acto administrativo de titulación de baldío prevé un regimen 
especial de revocatoria por parte de la administración. De conformidad con lo 
establecido en el capítulo XII de la Ley 160 de 1994 y el Decreto 2664 de 1994, 
los actos administrativos de adjudicación pueden ser revocados sin el 
consentimiento previo del beneficiario y en cualquier tiempo. Esta constituye 
una regla especial de la teoría de los actos administrativos, en tanto, 
 
32 “ARTÍCULO 47. El Estado no garantiza la calidad de baldíos de los terrenos que adjudica, y por 
consiguiente, no está sujeto al saneamiento de la propiedad que transfiere en las adjudicaciones. Tampoco 
está obligado al saneamiento, si el terreno baldío estuviere destinado a un uso público, u ocupado por 
cultivadores o colonos. En cualquiera de estos casos, su obligación se reduce a restituir las especies 
recibidas a cambio de la adjudicación. Las inexactitudes contenidas en las peticiones hechas por los 
interesados, para la adjudicación de baldíos, y las que se contengan en los planos que se levanten, en 
vista de esas peticiones, sólo perjudican a los peticionarios y a sus causahabientes. La adjudicación en 
ningún caso perjudica a terceros, y deja a salvo los derechos de los cultivadores o colonos.” 
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usualmente los actos administrativos de carácter particular solo pueden ser 
revocados por la administración si se cuenta con el consentimiento previo de 
su beneficiario. De tal suerte, que la expedición de un acto administrativo de 
adjudicación de un terreno baldío podría ser cuestionado a través de la acción 
especial de revocatoria para discutir entre otras la naturaleza del predio.  
En suma, asegurar la resolución del debate sobre la acreditación es una 
condición necesaria para asegurar efectividad en los programas de dotación de 
tierras especialmente aquellos que involucran tierras baldías33.    
   
 
 
6. Relevancia de la discusión 
 
La cuestión de la acreditación de la propiedad, es decir, el establecimiento de 
las condiciones por las cuales un sujeto puede afirmar que tiene prerrogativas 
para usar, gozar y disponer de manera exclusiva sobre una determinada 
extensión territorial, se relaciona en el régimen colombiano, con la discusión 
sobre lo que distingue los terrenos baldíos de los que le pertenece a alguien. 
Aunque ello en principio supone un debate entre el particular que afirma ser 
propietario, y la Nación que, ante la imposibilidad del particular de acreditarlo, 
 
33 En todo caso frente a los demás programas de acceso a tierras podría realizarse 
consideraciones similares: en la adjudicación de subsidios para la compra de predios, es 
obligatorio adelantar el respectivo estudio de títulos para asegurar que los bienes que se van a 
adquirir con tal aporte estatal ostenta la condición de propiedad privada. En el caso de los 
bienes fiscales patrimoniales estos se incorporan al patrimonio de la respectiva entidad 
encargada de adelantar el proceso de dotación, sin que la adjudicación implique de manera 
necesaria un saneamiento de las condiciones de adquisición del predio. Pensemos, por 
ejemplo, en un erróneo proceso de adquisición de un bien por parte del Incora, al comprarlo 
de parte de quien no ostentaba la condición de propietario, y que pese a ello es adjudicado a 
sujetos de reforma agraria. Aun cuando de conformidad con lo dispuesto por el artículo 101 
de la Ley 160 de 1994 los procesos de adjudicación de bienes se realizan a través de acto 
administrativo, el cual una vez inscrito, es suficiente para acreditar la propiedad, esto no 
podría darse al identificar el error en la tradición. Este punto podrá ser comprendido de 
manera mas amplia, al abordar la distinción del dominio ajeno, como una propuesta de 
sustituir los términos del debate entre propiedad privada y bienes baldíos. En todo caso, lo que 
acá se quiere resaltar es que aun en procesos de acceso a tierras que no involucren de forma 
directa a los bienes baldíos, la discusión sobre certeza de la propiedad debe abordarse en 
primer orden para garantizar que los bienes objeto de tales programas de encuentran 
debidamente saneados.         
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afirma que le pertenece dicha extensión territorial en calidad de terrenos 
baldíos, la disputa involucra a la sociedad en general, e incluso a otros 
particulares.  
La pretensión del Estado por disputar bienes a los particulares no es 
caprichosa. Los bienes inmuebles, tanto los que son integrados a los 
patrimonios de las entidades que conforman las autoridades públicas, como 
los terrenos baldíos, están afectados al interés general, es decir, que su 
destinación y uso deben ser acordes con los fines trazados para la colectividad.  
Dichos intereses son ampliamente variados: el debate sobre la naturaleza de 
un predio al interior de una zona de Parques Nacionales Naturales se relaciona 
con la pretensión del Estado de garantizar la conservación de las áreas 
delimitadas bajo dicha condición, que generalmente se ven afectadas por las 
actividades de aprovechamiento adelantadas por los particulares34. En sentido 
similar, si las áreas disputadas hacen parte de algún ecosistema, cuyo interés 
atañe a la comunidad en general, como las que integran cuerpos de agua, áreas 
de bajamar, playones o incluso las zonas de ronda35. En estas discusiones, los 
intereses en tensión serán los de un particular, con el de la comunidad que 
identifica un bien como valioso a sus intereses.  
 
34 Las figuras de ordenamiento territorial, en general, son previstas como medidas que limitan 
el ejercicio de la propiedad para que se ejerza según unos intereses identificados como valiosos. 
Por tanto, las delimitaciones efectuadas, como zonas de reserva forestal, áreas de ronda, 
espacio público natural, entre muchas otras, no mutan la naturaleza jurídica de los predios.  
Así las delimitaciones de los Parques Nacionales no transforman la naturaleza jurídica de los 
predios ubicados a su interior, de modo que los de dominio ajeno siguen manteniendo dicha 
condición. Sin embargo, los terrenos baldíos, pese a conservar su condición se convierten en 
inadjudicables, es decir, no pueden ser objeto de ocupaciones y explotaciones por parte de los 
particulares. Efectuados los alinderamientos, las disputas enfrentan a particulares, cuya 
permanencia dentro de los parques implica mostrar que ocupan predios privados, y no baldíos 
inadjudicables. Un ejemplo de tal tipo debates se presentó recientemente en el saneamiento del 
Parque Nacional Tayrona en el que producto de acciones de varias instituciones se cuestionó 
la calidad de propietarios de varios ocupantes a su interior.   
35Aun cuando son múltiples las normas que se pueden identificar dentro del régimen 
colombiano de la propiedad que reservan áreas de especial interés ecológico, no es extraño 
encontrar propiedad privada que abarque dicho tipo de ecosistemas. La Laguna de Fuquene, 
un cuerpo de agua ubicado entre los departamentos de Cundinamarca y Boyacá fue entrega 
en propiedad por Simón Bolívar al General Paris, como contraprestación a sus servicios en la 
guerra de independencia. La propiedad así constituida se mantuvo hasta el año 2002 en el que 
a través de un proceso administrativo de clarificación de la propiedad el Instituto Colombiano 
de la Reforma Agraria analizó la eficacia de los títulos de propiedad. Vid Resolución 329 del 
13 de junio de 2002 del Incora.                   
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Pero en estos también pueden identificarse debates que enfrentan a 
particulares: aun cuando por regla general, los terrenos baldíos están 
dispuestos para que los individuos adelanten por su cuenta el 
aprovechamiento económico como condición para acceder a su propiedad, no 
toda persona puede ser sujeto de la titulación, dado que la ley lo delimitó a 
aquellas que cumplen con ciertas condiciones económicas y de redistribución 
que impiden titular baldíos a personas que ya ostenten la condición de 
propietarios. En tal orden, el debate sobre la naturaleza de un predio le interesa 
a aquel conjunto de sujetos que potencialmente pueden acceder a su titulación, 
es decir, a los que aún no ostentan la condición de propietarios36.    
Por supuesto que el interés se extiende también a aquellos que pretende 
acreditar derecho de propiedad, puesto que como se ha señalado la definición 
de la naturaleza de un predio, corresponderá necesariamente a una de dos 
opciones, de modo que, no siendo baldío, se reconocerá que hace parte de los 
predios de propiedad privada.  
En dichas disputas también se involucran comunidades étnicas cuyo 
reconocimiento de sus territorios se vincula con las decisiones sobre dichos 
debates. La constitución de resguardos indígenas, y los procesos de titulación 
colectiva en favor de las comunidades negras se realizan, por regla general, 
sobre terrenos baldíos, lo que supone que, en los enfrentamientos de la Nación 
con un determinado particular sobre la naturaleza de un predio, les asiste 
interés si dichas áreas pertenecen a aquellas que reclaman en los procesos 
especiales de titulación37. 
 
36 La Corte Constitucional resolvió una acción de tutela que enfrentaba a una comunidad de 
campesinos con una empresa agroindustrial.  Allí se examinó de manera indirecta la legalidad 
de un estudio de títulos que resolvía la disputa sobre la naturaleza de unos predios ubicados 
en el Departamento del Cesar. Los campesinos adujeron la condición de baldíos de dichos 
terrenos y defendieron su derecho a ocuparlos y a solicitar su titulación. Por su parte, la 
empresa afirmó su condición de propietario, y por tanto, legitimó el aprovechamiento 
económico que sobre dichas áreas realizaba. La Corte identificó la condición de terrenos 
baldíos de dichas áreas, ordenó su restitución a la Nación y estipuló su adjudicación en favor 
de los campesinos reclamantes que cumplieran con los requisitos personales para la titulación. 
CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado. 
Acción de tutela instaurada por la Asociación Colombiana Horizonte de Población Desplazada 
“ASOCOL” de Familias Desplazadas del municipio de Piedecuesta contra el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Incoder Nacional y el Incoder territorial (Valledupar). 
Referencia SU 235-16 del doce (12) de mayo de dos mil dieciséis (2016).                   
37 En el año 2006 la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado asumió el estudio 
sobre el proceso de titulación colectiva efectuada en favor de las comunidades negras de 
Curvaradó y Jiguamiandó en el Chocó. El título colectivo había sido expedido en el año 2001 
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Finalmente es preciso señalar que el debate impacta a la comunidad en general, 
en tanto, los baldíos se reputan como bienes estatales en cabeza de la Nación, 
cuyas destinaciones deben ser la se utilidad pública o interés social38.       
Como se mostrará, pueden ser identificadas dos tesis que dan cuenta de la 
acreditación: de un lado, la denominada ocupación originaria conforme a la 
cual los bienes ubicados dentro del territorio nacional que no estén destinados 
a usos públicos integran el patrimonio del sujeto que realice actos de 
aprovechamiento económico. La justificación de la propiedad es presentada 
así, como una consecuencia automática del ejercicio de los actos de señor y 
dueño.   
La tesis utilitaria del derecho de propiedad señala que su conformación y 
defensa crea incentivos para el uso eficiente del suelo, que deben además 
 
pero excluía las áreas sobre las que se acreditará la propiedad privada. Es decir, los derechos 
de propiedad de las comunidades referencias serían tan extensos, como la medida de 
propiedad privada se resolviera. La consulta orientó al Gobierno Nacional sobre el criterio 
aplicable para resolver el debate de acreditación de propiedad. CONSEJO DE ESTADO SALA 
DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero ponente: Gustavo Aponte Santos Bogotá D. C., 
veinticuatro (24) de agosto de dos mil seis (2006) Radicación número: 11001-03-06-000-2006-
00082-00(1768). 
38 El concepto de utilidad pública e interés social es ampliamente variado dentro de nuestra 
normatividad: comprende desde actividades de expropiación e imposición de servidumbres 
para la construcción de obras públicas la protección del medio ambiente, el alinderamiento de 
zonas especiales de protección o de desarrollo económico, provisión de espacio públicos, la 
atención de situaciones de calamidades públicas, y la provisión de bienes para el 
adelantamiento de programas de dotación de tierras. Pese multiplicidad de casos, no hay en 
régimen jurídico colombiano, una definición o caracterización sobre aquello que debe 
entenderse por utilidad pública e interés social, de hecho, se maneja como si se trataran de un 
mismo tipo de actividades, cuando en rigor estas pueden distinguirse. El concepto de “utilidad 
pública” comprende actividades que requieren de la adquisición de bienes para el 
adelantamiento de obras, provisión de servicios públicos, y en general actividades que 
beneficia a la colectividad en general. Por su parte, el “interés social” refiere a otro tipo de 
objetivos, que no necesariamente redunda en beneficio de la comunidad, sino de un sujeto en 
particular. También se identifica como rasgo característico, la naturaleza del tipo de 
actividades: si éstas se ocupan del funcionamiento del Estado, tales como, provisión de 
servicios públicos u obras públicas deben ser calificadas como de utilidad pública, y las 
actividades que pretendan una trasformación social, como por ejemplo mejoramiento de las 
condiciones de vida de personas en condición de vulnerabilidad, deben ser calificadas como 
de interés social. Vid PAREJO Alfonso Luciano y otros. Manual de Derecho Administrativo. 
Editorial Ariel S.A. Barcelona, 1990 Página. 273. DE ENTIERRA García Eduardo y Fernández 
Tomas Ramón. Curso de Derecho Administrativo Tomo II. Editorial Temis S.A. Bogotá Lima 
2008. Página 224. GARRIDO Falla Fernando. Tratado de Derecho Administrativo. Centro de 
Estudios Constitucionales, 1985. Citado por: GÓMEZ de Mercado Francisco García. Gestión de 
la Expropiación Forzosa (Utilidad Pública, Ocupación y Reversión de los Bienes Expropiados). 
Segunda Edición, Granada 2007.       
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poderse alienar cuando ello resulte más eficiente que su aprovechamiento 
directo39.  
 
La tesis de la ocupación y el aprovechamiento económico es cuestionada desde 
dos frentes: de un lado, el enfoque económico del derecho de propiedad lo 
identifica como ineficiente, en tanto el libre acceso a los derechos de propiedad 
puede generar fenómenos de aprovechamiento irracionales40. Por otro lado, se 
cuestiona la veracidad de los métodos con lo que se puede establecer la 
ocupación originaria y si en realidad esta obedeció al ejercicio de una actividad 
regular, o por el contrario se trató más bien de la imposición violenta41.     
 
Una segunda tesis afirma que la explotación económica de los predios solo 
configura una presunción de propiedad, pero que en rigor esta solo puede 
acreditarse a través de las denominadas reglas de acreditación de la 
propiedad42. Esta postura hará especial énfasis en que la propiedad de los 
terrenos baldíos solo puede ser adquirida mediante el título que expida el 
Estado, negando de tajo cualquier otra forma alternativa para consolidar 
derechos de propiedad sobre terrenos baldíos.  
Como intentaré justificar esta postura genera una contradicción, pues al aplicar 
de forma radical la exigencia del titulo originario, cierra toda posibilidad para 
la acreditación mediante la fórmula de títulos entre particulares.  
Para el suscrito las tesis de la ocupación no puede justificar la acreditación de 
la propiedad en el régimen colombiano; sin embargo, las tesis de las reglas de 
acreditación exigen consideraciones adicionales para garantizar su coherencia.  
  
 
39 POSNER Richar. Análisis Económico del Derecho pág. 38 a 40.  
40 STORDEUR Eduardo. Análisis Económico del Derecho. Una introducción. Abeledo Perrot, 
Buenos Aires, 2011, pp 149 -155. 
41 MARX Carlos El Capital. Capitulo XXIV “La llamada acumulación originaria”.  Allí se realiza 
una descripción histórica de las formas de apropiación y nacimiento de la propiedad en 
Inglaterra para mostrar cómo esta constituyó la condición necesaria para el desarrollo del 
capitalismo. Cuestiona la legitimidad de la adquisición, al compararlo con el pecado original, 
la acumulación no se explica en la distinción de personas laboriosas y ociosas, sino en el empleo 
del pillaje y la argucia para acumular.       
42 Se dará la denominación de reglas de acreditación para señalar los modos de título originario 
y titulo entre particulares consignados en el artículo 3ero de la Ley 200 de 1936 y en el artículo 




II. EL APROVECHAMIENTO ECONÓMICO COMO HECHO 
CONSTITUTIVO DE LA PROPIEDAD 
 
Dentro del presente capitulo de busca realizar una reconstrucción de los 
principales argumentos con los que se ha defendido que la acreditación de la 
propiedad se erige de forma principal en el aprovechamiento económico. En 
tal orden, se realizará una presentación de lo que se juzga como las principales 
razones, aclarando que no obedecen a una construcción integral y lineal, es 
decir, no todos los exponentes de esta tesis aceptaría de manera expresa lo que 
acá se recoge, sino que probamente se limitaran a aceptar solo alguno de los 
puntos expuestos.   
Finalmente es preciso aclarar que aunque esta postura se robusteció con las 
reformas a los derechos de propiedad implementadas en la década de 1930, 
con las reformas del liberalismo, bajo la consigna de la tierra para quien la 
trabaja, la idea de fundar el origen de los derechos de propiedad puede ser 
identificada incluso en la aplicación e interpretación de las disposiciones de la 
corona española en la administración de las tierras realengas americanas. 
Incluso hoy, independiente de la argumentación jurídica con la que se aboga 
por esta postura, son notables las consideraciones que se realizan para 
defender la propiedad fundada en el aprovechamiento económico como una 
cuestión social que asegura la concordia pública, el cumplimiento de los 
imperativos constitucionales de asegurar el acceso progresivo a los derechos 
de propiedad a los pobladores rurales entre otros.  
En tal orden se pasará a abordar los puntos acá planteados.    
1. La aparente imprescriptibilidad de los baldíos  
 
Es preciso iniciar aclarando que no existe hoy una postura que acepte de 
manera abierta que los terrenos baldíos pueden ser objeto de la prescripción 
adquisitiva, de hecho, en las más recientes versiones, de lo que acá se recoge 
como la tesis de que la propiedad inmobiliaria se adquiere por el 
aprovechamiento económico, se acepta abiertamente la imprescriptibilidad de 
los terrenos baldíos. 
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Esto puede ser explicado, en tanto, dicho carácter fue tempranamente43 
consignado dentro del régimen colombiano de los terrenos baldíos: mediante 
el artículo 3 de la Ley 48 de 1882 se señaló que las tierras baldías se reputan 
como bienes de uso público, y, por lo tanto, no son susceptibles de ser 
adquiridas por prescripción44. En sentido similar, el artículo 61 de la Ley 110 
de 1912 (Código Fiscal) determinó que el dominio de los baldíos no puede ser 
obtenido por vía de la prescripción45.  De este modo, la justificación de la 
acreditación de la propiedad fundada en el aprovechamiento económico tomó 
 
43 En el caso venezolano se afirma que la imprescriptibilidad sobre los bienes baldíos solo fue 
consignada a partir del Decreto Ley 1546 de 2001, pues antes eran considerados como bienes 
patrimoniales del Estado susceptibles de ser adquiridos por prescripción. Vid BREWER 
CARIAS Allan R. El régimen de las tierras baldías y la adquisición del derecho de propiedad 
privada sobre tierras rurales en Venezuela. 2005. Disponible en: 
http://allanbrewercarias.com/wp-content/uploads/2010/10/61.-I-2-63.-El-
r%C3%A9gimen-de-las-tierras-bald%C3%ADas-y-el-derecho-de-propiedad-privada.doc.pdf  
44 Es preciso aclarar que la disposición en referencia no afirma que los baldíos son por si 
mismos bienes de uso público conforme a la definición dada por el artículo 674 del Código 
Civil, sino que se limita a condicionar que para efectos de la prescripción debe ser protegidos 
en términos idénticos a los establecidos para los bienes de uso público: “su inclusión en esa 
categoría se hizo exclusivamente para lograr la protección más fuerte posible avalada por el ordenamiento 
jurídico”. Esto en tanto, pese a al reconocimiento de que los baldíos mantenían el carácter de 
bienes de la administración, como una reserva patrimonial del Estado, estos eran apropiados 
por los particulares de manera cotidiana. Extender la imprescriptibilidad es entones 
presentado como una solución a la usurpación de los baldíos. PIMIENTO ECHEVERRI, Julian 
Andres. Derecho administrativo de bienes: los bienes públicos: historia, clasificación, régimen 
jurídico. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2015. Páginas 176 a 178. 
Con todo, la referida disposición ha sido, a mi juicio, objeto de interpretaciones incorrectas, al 
sostener que su efecto es convertir a los baldíos en bienes de uso público, cuando sus 
destinaciones son variadas: en las adjudicaciones a personas naturales se afectan a un interés 
social materializando el imperativo de acceso a la propiedad de los trabajadores rurales; en la 
adjudicación a entidades de derecho público pueden dar lugar a bienes de uso público si su 
destinación prevé el uso establecido dentro del artículo 674 del Código Civil, pero también, 
podría dar origen a bienes fiscales patrimoniales si pese a su afectación al interés general la 
adjudicación se realiza con un propósito distinto. Ello obedece a la confusión originada al 
considerar que el fundamento que explica la clasificación de los bienes estatales reside en la 
distinción entre bienes fiscales y bienes de uso público, cuando en rigor se debe edificar sobre 
la que distingue entre bienes del dominio ajeno y los baldíos. Este punto será abordado en 
detalle dentro del último capítulo bajo la denominación de “los baldíos como piedra angular”.   
45 La argumentación de imprescriptibilidad de los terrenos baldíos agregará a tales 
disposiciones la del artículo 61 de la Ley 160 de 1994, para concluir que la adquisición de estos 
solo puede operar por medio de la adjudicación administrativa previa verificación de los 
requisitos exigidos, que en términos generales, se refieren a condiciones personales de los 
solicitantes -patrimonio, pertenencia de otros inmuebles rurales, aprovechar económicamente 
el predio,  entre otros- y a condiciones de los predios –que se trate de extensiones no superiores 
a una UAF, que no se trate de áreas inadjudicables, entre otras-.       
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matices distintos a la de defender la aplicabilidad de la prescripción sobre los 
baldíos.       
Sin embargo, esto no siempre ocurrió así: la Corte Suprema de Justicia en un 
fallo de 194246 arguyó que los terrenos baldíos podían ser adquiridos por un 
fenómeno de prescripción, que calificó de sui géneris, configurada por un 
régimen distinto al del derecho civil, permitiendo la adquisición de tierras 
limitadas a las áreas cultivadas y aprovechadas económicamente, y en todo 
caso, sometidas a la obligación de mantenerlas así, so pena de perder la 
condición de propietario.  
Tal afirmación es problemática, en tanto, su justificación no puede realizarse a 
partir de un particular enunciado normativo, del que en efecto pueda 
establecerse la figura especial de prescripción, por el contrario, su construcción 
exige una compleja argumentación, que orbitará en torno a la figura del cultivo 
como una acción exigida para la constitución de propiedad.  
Tal argumentación puede ser recogida en tres puntos que se pasarán a 
reconstruir y comentar de la siguiente manera:  
2. Prescripción de tierras realengas  
 
Apelando a la estrecha similitud de varias de las figuras del actual régimen de 
tierras, con el implementado por la corona española en el régimen colonial, 
realizará un examen de los criterios de asignación de las tierras realengas. Su 
objetivo será mostrar que pese a la rigidez con la que se concibió inicialmente 
el reconocimiento de la propiedad, exigiendo para todos los casos la 
autorización previa y expresa de la corona, más el aprovechamiento 
económico, con el paso del tiempo, el criterio fue flexibilizado para aceptar que 
el aprovechamiento económico, por sí solo, podría dar lugar a derechos de 
propiedad.  
 
En el inicio del régimen colonial, la adquisición de las tierras baldías solo operó 
mediante el mecanismo de las capitulaciones de la corona española, y de los 
repartimientos que los descubridores realizaban en virtud de las capitulaciones 
a ellos otorgadas. En todo caso, tales figuras estuvieron condicionadas a la 
 
46 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE NEGOCIOS GENERALES. Magistrado 
Ponente: Aníbal Cardoso Gaitán.  Bogotá, cinco (5) de agosto de mil novecientos cuarenta y 
dos (1942).  
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ejecución de actividades de aprovechamiento económico, sin que pudiese 
afirmarse que el mero aprovechamiento legitimaba la apropiación, pues este 
solo podía ejercerse sobre tierras previamente asignadas.  
 
Esta condición fue mantenida dentro de varios instrumentos legales como la 
Ordenanza de Felipe II, promulgada el 13 de julio de 1573, en las Cédulas de 
El Pardo, expedidas en 1578 y 1589,  en las que se detallaba el poder de 
disposición de la corona a través de la regulación de un procedimiento de 
adjudicación, e incluso en cuya virtud establecía la validez de los títulos con 
los que se pretendía acreditar propiedad, arguyendo en su fundamento la 
imperiosa necesidad de proteger el patrimonio del soberano.  
 
Las disposiciones de la Real Cédula de 1591, mantuvieron, en términos 
generales, el mismo lineamiento: la propiedad exigía la autorización de la 
corona y el aprovechamiento económico. Sin embargo, algunos de sus apartes 
son interpretados como un primer punto de inflexión en la rígida teoría de la 
defensa de patrimonio de la corona: reafirmó el dominio que ejercía la corona 
española sobre las tierras baldías, por cuanto ordenó que se restituyeran todas 
aquellas que se hubieran poseído sin justos y verdaderos títulos, habilitando a 
los virreyes y presidentes de las audiencias pretoriales para constar la 
exhibición de los títulos. En términos generales, este imperativo coincide con 
el rasgo hasta ahora descrito, sin embargo, la ley en referencia dispuso 
igualmente amparar las tierras poseídas con buenos títulos y recaudos y 
aquellos que con justa prescripción se poseyeren.  Las disposiciones de la 
Recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias de 1680 reprodujeron esta 
disposición en la Ley XIV del título XII del libro IV,47 sin mayores 
modificaciones por cuanto son citadas de manera conjunta para sostener que 
la prescripción constituía un modo legítimo de adquirir el dominio de las 
tierras realengas o baldías frente al Rey48.    
 
47 Ley XIV D. Felipe II en 20 de noviembre de 1578. Y á 8 de marzo de 1589. Y en el Pardo 1 de 
noviembre de 1591. “Que á los poseedores de tierras, estancias, chacras y caballerías con 




48 La sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 1942 se separa de esta opinión, pues pese a 
identificar que en efecto las disposiciones de 1591 y 1680 refieren a la prescripción como un 
modo para que los poseedores fueran amparados en su ejercicio, aclara que, dado el contexto, 
la única interpretación válida para dicho enunciado es entenderlo referido al aprovechamiento 
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El punto de giro de la teoría de la protección del patrimonio de la corona, se 
identifica con mayor claridad con ocasión de la expedición de las cédulas de 
San Lorenzo y de San Ildefonso en 1754 y 1780 respectivamente. En ellas se 
realizó un punto de corte en el año de 1970: se condicionó la obligación de 
exhibir los títulos de adquisición para todas aquellas posesiones ejercidas sobre 
tierras realengas, con posterioridad a 1700, sin importar si para el momento de 
su exhibición tales tierras se encontraban, o no, aprovechadas 
económicamente. Por el contrario, las posesiones sobre tierras realengas que 
hubieren iniciado con anterioridad a 1700 exoneraban a sus ejecutores de la 
presentación de los títulos de adquisición con lo que se identifica que sus 
poseedores “no debían ser en adelante turbados, emplazados ni denunciados 
respecto de las posesiones de dichas tierras”.  
En suma, es identificado un primer tratamiento distinto a la rigidez de la 
exhibición de los títulos de la corona como condición para la acreditación de la 
propiedad, en una fórmula, si quiere hoy denominarse como transaccional, que 
a partir de un determinado momento fijó una amnistía para quienes ejercieran 
actividades de aprovechamiento económico sobre tierras de las que no podían 
demostrar su procedencia. 
3. Ley del 11 de octubre de 1821 
 
En una segunda parte, se realizará un examen similar, pero tomando como 
referente las normas sobre adjudicación de tierras baldías en el periodo 
republicano, mostrando nuevamente el giro, de un rígido propósito protector 
de los baldíos como bienes estatales, hasta el reconocimiento del ejercicio de 
ocupación de tierras baldías con aprovechamiento económico como fuente 
directa para la constitución de los derechos de propiedad.    
Para ello se realiza un análisis de la Ley del 11 de octubre de 182149, 
considerada como el primer régimen sobre las tierras baldías. En este se resalta, 
como se hizo en el análisis del régimen colonial, la materialización de un interés 
 
económico que realizaban las personas que habían sido autorizadas por la Corona, la justa 
prescripción solo podía operar en favor “de los pobladores a quienes se entregaban las tierras en 
repartimiento y que se hacían dueños de ella por su explotación económica” Op. Cit. Cardoso Gaitán.   
49 La Ley aparece referencia como Ley del 13 de octubre de 1821 “Sobre enajenación de tierras 
baldías y creación de oficinas de agrimensura”. Sin embargo, en la parte final se señala que la 
ley fue dada en el Palacio del Congreso General de la Republica de Colombia, en la villa del 
Rosario de Cúcuta, a 11 de octubre de 1821-11º, de la Independencia. La ley puede ser 
consultada en http://www.bdigital.unal.edu.co/21/34/leyes_de_1821.pdf      
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por salvaguardar el patrimonio estatal, condicionando que el acceso a los 
terrenos baldíos solo podía realizarse por expresa disposición del Estado, bien 
a través de un procedimiento de compra en las que se preferiría a quienes 
ejercieran la posesión de las tierras (artículo 5)50, o bien concurriendo para que 
se expidiera en su favor los respectivos títulos de propiedad.  
Frente al tránsito de las propiedades constituidas antes de la independencia 
condicionó su reconocimiento a la inscripción en las oficinas de agrimensura, 
dentro del término perentorio de 4 años, omisión que implica la 
reincorporación de tales tierras al patrimonio de la República.  
Según se comenta en la Sentencia de 1942, ya citada, los artículos 14 y 15 de la 
referida ley, distinguen dos tipos de hipótesis: la primera de ellas frente a los 
títulos coloniales, respecto de los cuales se establece un trato mucho más 
severo, en tanto la omisión del registro revertía el dominio a la Nación, 
identificado como una medida dirigida a corregir la excesiva prodigalidad de 
la corona española en la adjudicación de tierras realengas. La segunda 
hipótesis refiere a compras sucesivas efectuadas ya dentro de la constitución 
de la nueva nacionalidad, en cuyo caso preveía la práctica de registros a 
expensas de los propietarios.  
A partir de este último examen concluye que el registro de las propiedades no 
tenía efectos constitutivos de la propiedad, pues en tal tarea no se distinguía el 
tipo de títulos, ni su validez, por lo que afirma que se limitaba a cumplir una 
tarea estadística, un empadronamiento de la propiedad. Con ello se sostendrá, 
que tanto la inscripción de los títulos, como su omisión, no generaba efectos de 
jurídicos de dominio.  
Aunado a ello se señalará que el plazo perentorio de los 4 años para tramitar 
la inscripción de los títulos anteriores a 1821 fue prorrogado en varias 
ocasiones, lo que demostraría que se identificó que los hechos superaban los 
objetivos de la norma, lo que es calificado como un principio de tolerancia que 
flexibilizó el rígido criterio de la exigencia de un título emanado por el Estado 
como única manera de acreditar la propiedad.  
Como se observa la interpretación que se efectúa sobre la Ley de 1821 hace 
énfasis en la ineficacia que esta tuvo, conciencia que se hace expresa en las 
 
50 “Artículo 5 Los que poseyeren tierras baldías de tiempo inmemorial, o a pretexto de una justa 
prescripción, deberán concurrir en el término perentorio de un año a sacar sus títulos de propiedad, 




prórrogas otorgadas, aplazando los efectos de reversión sobre las tierras cuyos 
títulos no hubieran sido inscritas en la oficina de agrimensuras.      
4. El cultivo y la morada como hechos constitutivos de propiedad.  
 
Finalmente se hará referencia a un conjunto de disposiciones referidas a los 
terrenos baldíos, para conformar que el giro sobre el criterio rígido de 
protección de los bienes baldíos como bienes estatales, cedió de forma 
paulatina para reconocer que el cultivo y la morada resultaban suficientes para 
configurar los derechos de propiedad, situación que solo era empadronada por 
el título de propiedad, es decir, se hace énfasis en que es el aprovechamiento 
económico lo que constituye el derecho de propiedad, condición que puede ser 
se refrendada con el título, pero que en todo caso no es necesaria para afirmar 
la condición de propietario.   
 
Las disposiciones que generalmente son citadas para justificar lo expuesto, se 
recogen en el cuadro que se presenta a continuación.    
Fuente Disposición normativa 
Ley 70 de 1866 
Artículo 5º "Tienen el mismo carácter de baldíos pertenecientes a la Nación, 
los terrenos incultos de las cordilleras y los valles, a menos que los que 
pretendan tener algún derecho a ellos, lo comprueban con pruebas legales o 
con la posesión por veinticinco años, continua real y efectiva del terreno 
cultivado" 
Código Fiscal 1873 
"Los que se consideren dueños de parte de las tierras expresadas en el 
artículo anterior, o que pretendan tener algún derecho a ellas, deberán 
comprobarlo ante la Oficina de la Estadística Nacional, con título legítimo o 
con la justificación legal de haberlas poseído durante veinticinco años, con 
posesión continua, real y efectiva del terreno cultivado" 
Ley 61 de 1874 
Artículo 1º Todo individuo que ocupe terrenos incultos pertenecientes a la 
Nación, a los cuales no se les haya dado aplicación especial por la ley, y 
establezca en ellos habitación y labranza, adquiere derecho a la propiedad 
sobre el terreno que cultive, cualquiera que sea su extensión. 
Ley 110 de 1912 
(segundo código 
_Fiscal)  
Artículo 65. La propiedad de los baldíos se adquiere por su cultivo o su 
ocupación con ganados, de acuerdo con lo dispuesto en este Código.  
Ley 34 de 1936 
Artículo 9º. En las adjudicaciones de baldíos decretadas a título de 
cultivador, lo que transfiere el dominio tanto sobre el sector cultivado como 
sobre el adyacente que determinen las leyes respectivas, es el hecho del 




5. La tensión entre presunciones.  
 
La tesis de la ocupación es el resultado de la interpretación de algunas 
disposiciones de las que conforman las denominadas reformas de la República 
Liberal. La consigna de la “tierra para quien la trabaja” planteaba la necesidad 
de superar fenómenos de apropiación de terrenos en cabeza de personas que 
no la aprovechaban directamente.  
El Ministro de Hacienda Nacional dentro de la exposición de motivos del 
proyecto de ley que sirvió de base para la expedición de la Ley 200 de 1936, 
señalaba que la implementación del Sistema Jurídico y de Valores Español en 
la época de la colonia, produjo entre otros efectos un fenómeno por él 
denominado como el divorcio del trabajo y la propiedad; según consignó las 
comunidades indígenas no se relacionaban con la tierra de una manera 
claramente utilitarista con pretensiones de explotación económica y derivar de 
ella acumulación de riquezas, por el contrario, su relación cobraba una 
importancia desde el punto de vista espiritual y su aprovechamiento se 
limitaba a obtener lo necesario para la subsistencia. Ello contrastaba con el 
concepto abstracto del título que reconocía los derechos de propiedad a 
quienes no necesariamente adelantaban su posesión, con lo que se 
configuraron propietarios sin posesión y cultivadores sin propiedad51.             
En dicho sentido se parte de considerar que Ley 200 de 1936 es una decisión 
del legislador dirigida a resolver las divergencias suscitadas frente a la 
prevalencia de la posesión inscrita frente a la material, dando una 
preeminencia a la posesión ejercida a través de actividades de las que se 
derivara provecho económico52.  
 
En tal orden, el primer argumento con el que se justifica la tesis de la ocupación 
consiste en la afirmación en que el solo aprovechamiento económico convierte 
los predios en propiedad privada. Se funda justamente en la interpretación del 
artículo 1ero de la Ley 200 según el cual los predios rurales poseídos por 
particulares son propiedad privada.  
 
 
51 CHAUX Francisco José.  Exposición de motivos del proyecto de ley “sobre dominio y 
posesión de tierras” agosto de 1933.  En MARTINEZ E. Marco. Régimen de tierras en 
Colombia. Antecedentes de la Ley 200 de 1936 “Sobre régimen de tierras” y decretos 
reglamentarios. Tomo I. Publicaciones del Ministerio de la Economía Nacional. Talleres 
Gráficos Mundo al Día Bogotá 1939 páginas 45-82. 
52 Corte Suprema de Justicia Sala Civil. Sentencia de Casación del 24 de julio de 1937.    
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Sobre el particular es recurrente hacer referencia a lo sostenido por el Doctor 
Antonio Rocha, integrante de la comisión preparatoria del de la Ley 200 de 
1936 que indica: 
 
"... Y aquí viene una última explicación muy importante.  La ley de 
tierras ha querido consagrar la propiedad rural en forma real.  
Según ella y sus claros antecedentes, se es dueño por el solo hecho 
de la explotación económica.  El campesino en Colombia no funda 
una finca con la aspiración de hacerse dueño, sino con la conciencia 
de serlo realmente.  El título servirá para otros fines económicos, 
que ya hemos enumerado, pero no para constituir la propiedad.  El 
derecho de propiedad se adquiere in re, y no ad rem. No es un 
derecho personal sino real. (Antonio Rocha.  De la prueba en 
Derecho, páginas 307 y 308).”53 
 
La objeción más obvia que se puede formular a dicha interpretación consiste 
en reparar que el sentido correcto que se puede extraer del artículo en 
referencia no puede desconocer que lo que prevé es una presunción de 
propiedad privada, y no necesariamente la configuración de la propiedad 
privada, es decir, que el enunciado “se presume que es propiedad privada el 
predio rural poseído por particulares” es distinto al de “es propiedad privada 
el predio rural poseído por particulares”. 
 
La teoría acá expuesta no desconoce dicha condición y responde a ello a través 
de dos maneras: de conformidad con el artículo 1ero de la Ley 200 de 1936 –en 
virtud de la cual se reputan de propiedad privada los fundos explotados- fue 
entendida como una concreción de lo dispuesto por el artículo 65 del Código 
Fiscal que precisa “La propiedad de los baldíos se adquiere por su cultivo o su 
ocupación con ganados de acuerdo con lo dispuesto en este Código”, que afirma a la 
explotación económica como fundamento para la adquisición. Es decir, pese a 
reconocer el carácter de presunción de propiedad, esta es enfrentada a otra 
disposición cuya interpretación permite afirmar que aprovechar 
económicamente el predio con cultivos o la ocupación con ganados hace que 
los predios baldíos sobre los que se desarrollan dichas actividades adquieran 
la condición de propiedad privada.   
 
Una segunda manera de afrontar la objeción admite que efectivamente el 
artículo 1ero de la Ley 200, establece una presunción de propiedad cuando se 
 
53 Tomado de salvamento de voto del magistrado Eduardo Suescún Monroy dentro de la 
sentencia de CONSEJO DE ESTADO. - Sala de lo Contencioso Administrativo. - Sección 
Tercera. - Bogotá, D.E., diciembre nueve (9) de mil novecientos ochenta y tres (1983).    
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ejerce la posesión económica del predio; sin embargo, plantea el debate en 
términos de un enfrentamiento de presunciones: según se afirma la 
clasificación de los bienes en baldíos y de propiedad privada configura 
también una presunción, en tanto, lo establecido por el artículo 44 del Código 
Fiscal y 675 del Código Civil establecen una negación indefinida, conforme a 
la cual se presumen que son baldíos los terrenos sobre los que se pruebe la 
propiedad de particulares.  
Según dicha regla, les correspondía a los particulares probar que el predio no 
era de aquellos definidos como baldíos a través de la demostración de que tales 
predios salieron del dominio de la Nación. Se afirma que la expedición de la 
Ley 200 modifica dicha negación indefinida, relevando a los particulares de la 
carga probatoria de la demostración de la propiedad, tan solo acreditando su 
aprovechamiento económico. A esta presunción le es agregada la que puede 
establecerse del artículo 762 del CC conforme a la cual se reputa como 
propietario a quien ejerza la posesión, siempre que otro no demuestre ser 
propietario.  
Así establecida, quien ejerce aprovechamiento económico de un predio es 
reputado como su propietario, presunción que puede ser opuesta a la Nación 
para negar la condición de terrenos baldíos. Según esto la Nación podrá objetar 
la condición de propiedad particular, pero en dicha empresa tendrá que 
demostrar que el predio no es objeto de aprovechamiento económico.  
Finalmente, la tesis da cuenta de un fenómeno que puede presentarse en su 
aplicación: no es admisible inferir la condición de terreno baldío solo por la 
inexistencia de un folio de matrícula que dé cuenta de los antecedentes 
registrales.  
Según esto si la propiedad se constituye solo por el hecho de adelantar la 
explotación económica, esta puede ser reconocida a través del título que expida 
el Estado, no declarando constituida la propiedad, sino reconociendo que la 
propiedad surgió por la posición económica. Sin embargo, la propiedad puede 











III. EL TÍTULO DEL ESTADO COMO FUNDAMENTO 
EXCLUSIVO DE LA PROPIEDAD 
 
Como una segunda teoría que pretende dar cuenta sobre la acreditación de la 
propiedad se presenta la que acá se denomina título del Estado. Sobre la 
particular es preciso aclarar que se acepta en primer orden la aplicación de las 
reglas de acreditación de la propiedad prevista actualmente en el artículo 48 
de la Ley 160 de 1994, y anteriormente en el artículo 3ero de la Ley 200 de 1936. 
Sin embargo, la aplicación de estas reglas se sujetará de manera necesaria a lo 
previsto por el artículo 65 de la Ley 160 de 1994 conforme a la cual los baldíos 
solo pueden ser adquiridos por títulos traslaticio de dominio expedido por el 
Estado. La radicalidad con la que se aplica esta proposición lleva a denominar 
esta postura como la del título del Estado.  
Si se acepta que los bienes inmuebles solo pueden ser o de propiedad privada 
o bienes baldíos, y señalamos que los baldíos solo pueden acreditar propiedad 
cuando se acredita título expedido por el Estado, entonces debemos aceptar 
que la propiedad privada solo puede ser originada en el titulo estatal, o bien 
que la clasificación binaria de los inmuebles en baldíos y propiedad privada es 
insuficiente para explicar los distintos fenómenos de bienes inmuebles en el 
regimen colombiano.  
Este último punto puede resultar especialmente controversial, en tanto, la 
experiencia parece indicarnos que los múltiples tipos de bienes inmuebles no 
parecen limitarse a la formula binaria de baldíos o no baldíos. No obstante, 
aceptar esta intuición, provocaría que la aplicación de la formulas de 
acreditación no pueda dar cuenta de manera consistente sobre la naturaleza de 
los bienes inmuebles.  
Por ejemplo, en la naturaleza que ostentan los bienes de uso público, es 
evidente dado su alcance que estos no pueden mantener la condición de bienes 
de propiedad privada, pues la condición según la cual pueden ser usados por 
todos los habitantes de un territorio es abiertamente contradictoria con aquello 
que caracteriza, de manera esencial, a los derechos de propiedad, es decir, la 
capacidad de exclusión.  De este modo, sostendremos que los bienes de uso 
publico no son propiedad privada.   
Pese a lo anterior, aun se puede cuestionar por la naturaleza de aquello que se 
denomina como un bien de uso público. Consideremos las razones que puede 
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formular un particular para negar la condición de uso público de un bien 
inmueble, estas deberán centrarse en demostrar que dicha bien hace parte de 
su patrimonio, para lo cual, debe acudir a demostrar que se configuró algunas 
de las formulas de acreditación de propiedad.   
En otras palabras, la definición de bienes de usos público no resulta 
incompatible con la clasificación que puede realizarse los de bienes inmuebles, 
según su naturaleza, de modo que, el debate estará abierto, hasta tanto se 
defina la configuración de los derechos de propiedad.  
Este tipo de debates son propios de los procesos de deslinde de tierras de la 
Nación regulados en el capítulo X y XI de la Ley 160 de 1994. Su objetivo es 
fijar los límites que separan predios de propiedad privada de los terrenos 
baldíos de la Nación. Pese a que son importantes los diagnósticos que se 
realizan sobre los tipos de suelos que se analizan, para definir, por ejemplo, si 
se trata de terrenos inundables, en los terrenos de bajamar o en los playones 
comunales, o bien si su uso ha sido históricamente para el pastoreo de animales 
de una comunidad, en las sabanas comunales, lo realmente determinante en 
este tipo de deslindes en la acreditación de propiedad. En otras, palabras, la 
calificación de un playón comunal, no puede ser deslindado como tal, sin que 
concurra un análisis de la acreditación de la propiedad para afirmar que no se 
acreditó un derecho en favor de un particular. 54     
1. Los baldíos como bienes de la Nación  
 
La afirmación conforme a la cual la de propiedad sobre los terrenos baldíos 
solo puede ser adquirida mediante título estatal implica de manera tacita 
 
54 El procedimiento de deslinde surge ligado al de clarificación de la propiedad, en tanto, su 
objeto, se encamina a definir los límites que separan terrenos baldíos de predios de propiedad 
privada.   Ello comporta un análisis de condiciones físicas de los predios, empero, un riguroso 
examen de tales cuestiones no indica nada sobre la naturaleza de los terrenos que analiza por 
cuanto, su examen debe realizarse bajo parámetros idénticos a los de la clarificación de la 
propiedad. Es decir, la fijación de los límites de los terrenos baldíos solo puede ser resuelta a 
través del agotamiento del examen de las condiciones en las que se acredita la propiedad 
privada. El procedimiento es constantemente empleado para definir límites de terrenos baldíos 
que se identifican como no susceptibles de ser adjudicados, tales como playones comunales, 
cuerpos de agua en general, áreas de bajamar entre otras. Pese a ello el procedimiento puede 
igualmente ser aplicado para definir linderos correspondientes a baldíos adjudicables de 
predios de propiedad privada. Por expresa disposición legal el procedimiento igualmente 
resulta aplicable para deslindar las tierras colectivas de las comunidades negras, de predios de 
propiedad privada que ofrezcan incertidumbres sobre su delimitación.           
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sostener que los bienes baldíos le pertenecen a la Nación. Dicho de otro modo, 
restringir la adquisición de los baldíos a actos del Estado, implica que la 
facultad de disposición sobre estos de restringe a él, en tanto, su titularidad le 
corresponde. Este rasgo puede ser identificado dentro de la abigarrada 
normatividad que ha regulado la adjudicación de los terrenos baldíos que de 
manera más o menos general ha establecido un procedimiento para la 
adjudicación, una serie de requisitos para sus beneficiarios y una serie de 
condiciones para el ejercicio de la propiedad privada que de estos deviene, y 
que consecuencialmente implica que sólo la Nación, como titular de dominio 
de dichos terrenos, detente la competencia para fijar las condiciones de su 
adjudicación, uso y aprovechamiento55  
Para justificar esta postura se señala que la Constitución Política de 1991, a 
diferencia de lo establecido por la de 188656, expresamente no categoriza como 
de propiedad de la Nación los bienes baldíos, empero, su artículo 102 de forma 
general indica que el territorio junto con los bienes públicos que de él hagan 
parte pertenecen a la Nación.  
 
Con dicha referencia se señala que la titularidad de los bienes baldíos fue 
radicada en cabeza de la Nación por disposición de la Constitución.  
 
2. Los baldíos deben destinarse preferencialmente a la adjudicación  
 
Ahora bien, como bienes estatales, los terrenos baldíos están dispuestos para 
su adjudicación a los particulares que cumplan con los requisitos establecidos 
en la ley: “son bienes públicos de la Nación catalogados dentro de la categoría de bienes 
fiscales adjudicables, en razón de que la Nación los conserva para adjudicarlos a quienes 
reúnan la totalidad de las exigencias establecidas en la ley.”57   
 
 
55 Al respecto puede consultarse la sentencia del Consejo de Estado –Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera- proferida el día nueve (9) de diciembre de 1983 con ponencia 
del Honorable Magistrado José Alejandro Bonivento Fernández, en la que se realiza un 
detallado recuento de la legislación relativa al régimen de terrenos baldíos desde la primera 
República. 
56 La Constitución Nacional de 1886 disponía que los terrenos baldíos junto con las minas y 
salinas pertenencia al dominio exclusivo de la Nación y facultaba taxativamente al Congreso 
a dictar las normas sobre su apropiación o adjudicación y recuperación. 
57 Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-595 de 1995 Expediente No. D-971. M.P 
Carlos Gaviria Diaz. Bogotá, D.C., siete (7) de diciembre de mil novecientos noventa y cinco 
(1995).   
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La adjudicación corresponde a un regimen especial que se edifica sobre el 
imperativo de garantizar el acceso progresivo a la propiedad rural, de modo 
que  la adjudicación de bienes baldíos debe propender por mejorar las 
condiciones de vida de quienes resultan como sus beneficiarios generando 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, “adoptando medidas de 
protección a favor de quienes, por su difícil condición económica, se encuentran en 
circunstancias de debilidad manifiesta en el sector agropecuario”58.  
Para ello, la adjudicación exigía en el regimen de la Ley 160 de 1994, que el 
solicitante acreditara haber ejercicio una ocupación previa por un término no 
inferior a los 5 años y una explotación económica de por lo menos 2/3 partes 
de área que solicitaba en adjudicación, sin que en ningún caso esta pudiese ser 
superior a una Unidad Agrícola Familiar UAF59. 
En el regimen actual, producto de la derogatoria de la ocupación previa, por 
efecto del Decreto Ley 902 de 2017, la adjudicación de los terrenos baldíos debe 
sujetarse a los procedimientos de selección objetiva mediante el mecanismo de 
Registro de Sujetos de Ordenamiento de la Propiedad, RESO, en la que a partir 
de la constatación del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad, los 
inscritos son sujetos de asignación de puntajes en los que se valora sus 
 
58 Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-255 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
Bogotá, D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil doce (2012) 
59 La UAF corresponde a una figura jurídico-económica implementada a partid de la Ley 135 
de 1961 dirigida a mensurar los predios que se destinaban a los programas de reforma agraria. 
Su análisis puede ser abordado de dos maneras. Desde un punto de vista cualitativo se define 
como una unidad de mensura que debe garantizar que el beneficiario de la adjudicación recibe 
una porción de tierra suficiente para remunerar su trabajo y el de su familia, pero que a su vez 
no sea tan extensa que para lograr su aprovechamiento económico requiera, como regla 
general, acudir a la mano de obra de terceros. La aproximación cualitativa debe permitir 
definir, de modo concreto, las extensiones que       puede ser calificadas como UAF. Este último 
aspecto apunta a cuantificar la  
UAF. Esto se realiza de dos distintas maneras, de un lado, en los procesos de acceso a tierras 
como una fase de alistamiento para la adjudicación, en el que el análisis de la condiciones 
técnicas de los predios, el tipo de proyecto productivo que se plantea adelantar y la experiencia 
de los beneficiarios define predio a predio la extensión constitutiva de UAF. Esta metodología 
se denomina UAF predial. Paralelo a esta se formula la metodología de las Zonas 
Relativamente Homogéneas, construida para hacer viable la titulación de baldíos por el 
regimen de la ocupación previa. Si en este regimen la adjudicación no proyecta la explotación 
económica como parte de un proyecto productivo, sino que reconoce la explotación adelantada 
por los colonos como un requisito para la adjudicación, debe de manera anterior a la ocupación 
y explotación fijar limites de apropiación en la ocupación. Esto último se fijó a partir de análisis 
de las condiciones generales de cada municipio definiendo por zonas los límites que serían 
susceptibles de ser ocupados para su posterior adjudicación y que fueron plasmadas en la 
Resolución 41 de 1996 del Incora.         
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condiciones económicas y sociales, dándole prelación a aquellos con mayores 
condiciones de vulnerabilidad. 
Sobre este ultimo punto, es preciso aclarar que el regimen de ocupación previa 
se continua aplicando por efecto de la ultraactividad que fijó el Decreto Ley 902 
de 2017, de modo que quienes hubieren iniciado sus ocupaciones con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigencia, pueden solicitar, una vez 
cumplidos los requisitos, su respectiva adjudicación.         
3. Imprescriptibilidad de los terrenos baldíos 
 
Una consecuencia de considerar a los baldíos como parte de la Nación, y que 
su propiedad solo puede ser adquirida mediante título expedido por el Estado, 
mediante el adelantamiento de un procedimiento de adjudicación es el de la 
imprescriptibilidad de los terrenos baldíos.  
 
La fijación de un particular procedimiento para acceder a las tierras baldías 
implica que se niega la posibilidad de que de modo alternativo se adquiera 
derechos sobre ellos: la prescripción supone que el paso el tiempo y el ejercicio 
de actividades económicas calificadas como actos de posesión permiten la 
adquisición de los bienes que se encuentran en el comercio.  
Lo baldíos por su parte, al estar restringida su adquisición de manera exclusiva 
por parte del Estado, no hacen parte de aquellos que pueden por medio de la 
posesión ser objeto de apropiación. Esta regla corresponde a lo señalado por el 
ya citado artículo 65 de la Ley 160 de 1994 y del cual la Corte Constitucional 
respaldó al aceptar la exequibilidad que la adquisición de las tierras baldías, a 
diferencia de lo que ocurre en materia civil con los inmuebles en general, no se 
adquiera mediante la prescripción, sino por la ocupación y posterior 
adjudicación, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley60.  
En dicho orden, se aclara que las ocupaciones ejercidas por los particulares no 
configuran de modo necesario derecho a la adjudicación, en tanto, “[m]ientras 
no se cumplan todos los requisitos exigidos por la ley para tener derecho a la 
adjudicación de un terreno baldío, el ocupante simplemente cuenta con una 
 
60 Opus cite. Sentencia C-595 de 1995.  
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expectativa, esto es, la esperanza de que al cumplir con esas exigencias se le podrá 
conceder tal beneficio”61.  
En esa medida, los baldíos son bienes inenajenables, esto es, que están fuera 
del comercio y pertenecen a la Nación, quien los conserva para su posterior 
adjudicación, y tan solo cuando ésta se realice, obtendrá el adjudicatario su 
título de propiedad. 
Así planteadas las cosas, careciendo de dueño reconocido el inmueble62 y no 
habiendo registro inmobiliario del mismo, surgían indicios suficientes para 
pensar razonablemente que el predio en discusión podía tratarse de un bien 
baldío y en esa medida no susceptible de apropiación por prescripción. 
4. La presunción de baldíos y la necesidad de adelantar clarificaciones 
de la propiedad 
 
La tensión generada como efecto de las reglas previstas en la sentencia T 488 
de 2014 ha tomado varios matices. Uno de ellos consistió en el adelantamiento 
de acciones de tutela por parte del Incoder impugnando las sentencias de 
prescripción en los que no se acreditó debidamente la propiedad privada. La 
acción estatal fue reprochada pues en varios de los casos los beneficiarios de 
las sentencias correspondían a sujetos que sin dificultad podrían cumplir con 
los requisitos para ser sujetos de reforma agraria, y por ende, beneficiarios de 
los programas de titulación de baldíos. La sentencia 1776 de 2016 de la Corte 
Suprema de Justicia, aborda la prescripción de un predio rural de pequeña 
extensión denominado Miravalles en el municipio de Sora, Boyacá.  
Independientemente de los argumentos de orden jurídico que allí se exponen 
para oponerse a la tesis en este capítulo expuesta,  resulta relevante destacar 
que la postura institucional para oponerse a la prescripción se fundó en la 
afirmación de que el bien objeto de la prescripción se trata de un presunto 
baldío. Asegurar la naturaleza del predio requería, según se sostuvo, el 
adelantamiento de un proceso de clarificación de la propiedad.  
 
61 Corte Constitucional.  Sala Plena. Sentencia No. C-097 de 1996. M.P. Carlos Gaviria Diaz. 
Bogotá, D.C., siete (7) de marzo de mil novecientos noventa y seis (1996).   
62 El artículo 675 del Código Civil se refiere a los baldíos y es así como prescribe: "Son bienes de 
la Unión todas las tierras que, estando situadas dentro de los límites territoriales, carecen de otro dueño." 
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Es decir, la oposición a la prescripción se fundó en una hipotesis de ostentar la 
condición de baldío, y no en la convicción del análisis de la naturaleza del 
predio.  
Lo anterior llevó a la misma Corte Constitucional a que en el seguimiento de 
cumplimiento de la sentencia dispusiera la suspensión de los procesos de 
prescripción y la remisión a la autoridad de tierras para que adelante el 
respectivo proceso de clarificación de la propiedad.  
La medida se justificó que, ante la falta de certeza de la naturaleza de los 
predios, las prescripciones debían ser suspendidas, pues con ello se exponían 
a la adquisición de bienes baldíos mediante procedimientos judiciales cuando 





63 «[E]s necesario determinar la naturaleza del bien a prescribir, pues no es posible adquirir de 
este modo los bienes que pertenecen a la Nación y ante la falta de claridad y certeza de cuáles 
son éstos, se ha permitido que sean adjudicados de forma irregular mediante procedimientos 
judiciales, saliendo ilegítimamente del dominio público. En especial, cuando se encuentra que 
la decisión no habría podido ser recurrida, seguramente porque el proceso de pertenencia se 
inició en contra de indeterminados, en virtud de que en el certificado del Registrador de 
Instrumentos Públicos que se allegó al trámite, se indicó que sobre el predio objeto de 
usucapión «no se encontró persona alguna como titular del derecho real sujetos a registro», 
documento que no llena los requisitos legales» (STC 16151-2014, reiterada entre otras en STC 





IV. PROPUESTA DE INTERPRETACIÓN DE LAS FÓRMULAS DE 
ACREDITACIÓN DE LA PROPIEDAD 
 
1. Los baldíos definición lexicografía y sus limitaciones 
 
Lo comentado hasta acá sería suficiente para señalar lo problemático que 
resulta el asunto de los terrenos baldíos. En detalle incluso podemos afirmar 
que el debate actual de acreditación de propiedad no difiere en asuntos como 
la imprescriptibilidad, e incluso, la inalienabilidad, como rasgos de los terrenos 
baldíos. En términos generales, el debate sobre tales cuestiones reside en la 
determinación de lo que deben entenderse bajo el concepto de baldío.  
La postura de la Corte Suprema de Justicia en la línea de la sentencia 1776 de 
2016, aceptaron la existencia de la categoría de terrenos baldíos, incluso 
abogaron por la protección de tal tipo de bienes, como públicos, cruciales en la 
ejecución de las políticas públicas de reforma rural y ordenamiento social de la 
propiedad.  
No obstante los acuerdos, las posturas se distancian considerablemente al 
asumir lo que debe entenderse como terrenos baldíos, pues aun aceptando que 
se trata de una especie de bienes fiscales dirigidos a la adjudicación a 
particulares, no se dan mayores precisiones sobre lo que deben identificarse 
para asegurar que un bien reviste la condición de baldío.  
La ambigüedad del término exige explicitar aquello que comprende el 
concepto, como una manera de superar las dispuestas verbales que involucran 
el uso del término baldío.  
Una manera de hacerlo consiste en consultar la definición de diccionario, o 
lexicográfica64 sobre el término “baldío”. Esta indicaría que hace referencia a 
 
64 En términos generales las definiciones realizan clasificaciones de los objetos que se pretenden 
representar con ellas, asignado significado a aquello que queremos definir (definieudum) 
mediante el uso de otros símbolos (definiens) que afirmamos tienen el mismo significado. Una 
definición lexicográfica ilustra sobre el uso que se le da a un determinado término en una 
lengua en particular, y que a partir de una serie de reglas abstractas fija su significado y los 
condicionantes para su empleo en las oraciones. Las definiciones plantean una relación entre 
símbolos, de un lado el término que se pretende definir conocido bajo la denominación de 
definiendum y de otro lado, el símbolo que describe sus significados, el sentido que debe 
adscribirse definiens. La definición lexicológica informa el significado que se le asignó, según 
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bienes inmuebles sobre los que no se ejerce actividades de labranza o 
aprovechamiento económico. La definición, en dichos términos, apela a una 
clasificación de los bienes inmuebles en función a que se identifique si son o 
no, cultivados.  
El atributo o propiedad que se juzga determinante es convencional, aun 
cuando esté contenido en el diccionario. Con ello se quiere resaltar que el 
atributo “labrado” define el uso común del término “baldío” dentro de nuestro 
lenguaje, pero no cierra la posibilidad de que mediante otras convenciones se 
fijen propiedades distintas como rasgos característicos de los elementos que se 
pretenden agrupar bajo dicho concepto. 
2. Una definición estipulativa de los baldíos 
 
Construir una definición que tome distancia del significado etimológico, o bien 
de uso según las reglas de la lengua española exige la asignación de un 
significado distinto a aquellos.  Ello acontece dentro de nuestra legislación en 
la que se señalan como terrenos baldíos, a los bienes inmuebles ubicados 
dentro del territorio nacional, respecto de los cuales no se acredita el dominio 
ajeno, o los que, haciéndolo, reviertan al dominio de la Nación65. Con ello el 
legislador designó un conjunto de propiedades o atributos que en lo sucesivo 
resultarían suficientes para denotar inmuebles a los que se pudieran atribuir 
tales atributos66. Por tanto, resulta indiferente que se identifique que el 
 
a un determinado definiendum. Vid COPI Irving Marmer, COHEN Carl. Introducción a la 
Lógica. Segunda Edición de Limusa en español. 2013. Paginas 115 a 116.   
65 “ARTÍCULO 44. Son baldíos, y en tal concepto pertenecen al Estado, los terrenos situados dentro de 
los límites del territorio nacional que carecen de otro dueño, y los que habiendo sido adjudicados con ese 
carácter, deban volver al dominio del Estado, de acuerdo con lo que dispone el Artículo 56.” Ley 110 de 
1912 (Código Fiscal). En el mismo sentido el Código Civil señaló: “ARTICULO 675. BIENES 
BALDIOS. Son bienes de la Unión todas las tierras que estando situadas dentro de los límites 
territoriales carecen de otro dueño.”   
66 Son varios los tipos de definiciones que pueden utilizarse distintas a las lexicológicas, entre 
ellas aclaratorias, cuando se asignan usos adicionales en el lenguaje que pretenden reducir el 
margen de ambigüedad, las teóricas para un aclarar el uso término en un ámbito especifico de 
estudio, entre otras. Se denominan estipulativas o nominales cuando su significado es 
asignado de manera independiente. En el presente caso la definición dada por la legislación 
colombiana sobre el término baldíos es calificada como estipulativa, en tanto se separa del uso 
convencional en el lenguaje que le asignó el significado en función al aprovechamiento 
económico que se realice o no sobre un determinado bien inmueble. De este modo, se paso de 
calificar el concepto de baldío como el inmueble no aprovechado económicamente, al de 
carecer del atributo de pertenecerle a alguien.          
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diccionario y la legislación colombiana atribuyan significados distintos al 
término baldío.             
 
3. Los baldíos como categoría conceptual: los tomates y las papas 
 
Es importante precisar que las definiciones sobre los baldíos refieren a una 
categoría conceptual que adscribe ciertas propiedades o atributos que son 
asignados según los términos definidos por el legislador. Las definiciones no 
versan sobre cosas sino sobre conceptos, cuando definimos un concepto damos 
las características que determinados objetos deben reunir para ser abarcados 
por dicho concepto, pero en modo alguno con ello definimos el objeto mismo67. 
Las características que son adscribibles al concepto baldío no son propiamente 
fenómenos naturales que se identifican como propios de ciertos terrenos, la 
condición de bienes inmuebles, ubicados en áreas rurales, que no hacen parte 
del patrimonio de un determinado individuo, son rasgos que también ostentan 
la condición de ser convencionales.  
Si se supusiera que los terrenos baldíos solo pueden ser cosechados con 
tomates, y por el contrario los predios de propiedad privada con papas, la 
definición de que bienes ostentan la condición de baldíos y de propiedad 
privada se limitaría a una constatación en la que se identifique el tipo de 
cosecha que se produce68.  
Por el contrario, es preciso señalar que la condición de baldío de un terreno es 
una convención a la que se le adscribieran características que no pueden ser 
identificadas con el mero examen de los objetos que pretende imputar. Los 
bienes baldíos no revisten condiciones sensibles distintas a otros objetos que 
son también categorizados bajo el signo de bienes inmuebles. 
 
67 “Las definiciones siempre son definiciones de símbolos, porque sólo los símbolos tienen 
significados que pueden ser explicados por las definiciones. […] se puede definir la palabra 
silla, puesto que tiene significado, pero no podemos definir una silla en sí misma. Podemos 
sentarnos en una silla o pintarla o quemarla o describirla, pero no podemos definirla porque 
una silla de verdad no es un símbolo que tiene un significado qué explicar.” Opus cite COPI 
Irving Marmer, COHEN Carl.     
68 El ejemplo fue postulado por el Doctor Andrés Gonzalez Vesga para señalar las condiciones 
en las que deben adelantarse los estudios de títulos de la propiedad, en los procesos de 
formalización de la propiedad. IV Jornadas Internacionales en Derecho de Tierras 2019. 
Universidad Externado de Colombia.  
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De este modo, la relación que se plantea entre el uso del lenguaje y la realidad 
que se pretende describir, no es la de un realismo verbal, en la que el signo 
refleja de modo necesario algún rasgo esencial del objeto descrito. En derecho 
por el contrario los símbolos se relacionan de manera convencional con otros 
símbolos que son asignados de manera independiente a razones lógicas o de la 
experiencia.           
 
4. La categoría de bien baldío como piedra angular  
 
La estipulación de término baldío como un bien inmueble que no ostenta la 
condición de pertenecerle a alguien en particular, formula una clasificación del 
orden más general de los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio 
nacional colombiano: del conjunto universal de los bienes inmuebles se 
distinguen dos subconjuntos de bienes, valorados en función de un atributo: el 
dominio ajeno.   
 
De este modo, se habla de los bienes que acreditan dominio y de los que no lo 
hacen, este último grupo se le da la denominación de bienes baldíos. Esta 
clasificación se realiza exclusivamente bajo el criterio referido (artículos 44 del 
Código Fiscal y 675 del Código Civil).  
Es decir, al concebir el conjunto de bienes inmuebles del territorio nacional 
compuesto por la totalidad de bienes cuyas únicas propiedades son las de ser 
inmuebles y la de estar ubicados dentro del territorio nacional, podemos a su 
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interior distinguir dos tipos de bienes, de un lado, los que le pertenecen a 
alguien, es decir, que acreditan dominio ajeno a la Nación, y otros que al no 
tener dicha propiedad se reputan como baldíos, y por tanto de propiedad de la 
Nación.  
A estos últimos se agregan, aquellos bienes que, habiendo pertenecido a 
alguien, revirtieron al dominio de la Nación por el cumplimiento de alguna 
condición establecida en la ley: la declaración administrativa de la extinción 
del dominio por el incumplimiento de la función social de la propiedad, 
prevista en el Capítulo XI de la Ley 160 de 1994, dispone que los predios sobre 
los que se decrete revierten al dominio de la Nación en calidad de terrenos 
baldíos. La misma suerte ocurre con la mayoría de revocatorias de adjudicación 
de baldíos, en la declaratoria de la condición resolutoria de trasferencias de 
baldíos, entre otras69.     
Esta cuestión, no es una presunción legal, conforme a la cual se presumen como 
baldíos algunos bienes inmuebles, sino una imputación por efecto de una 
norma que les da tal carácter conceptual a los bienes que adolecen del atributo 
“pertenecer a alguien”.   
 
5. Los baldíos y el dominio ajeno: una distinción de mayor precisión que 
el antagonismo de propiedad privada vs baldíos 
 
Es preciso acá realizar una aclaración: el debate se ha planteado como la 
oposición de dos conceptos mutuamente excluyentes y en su conjunto deben 
ser comprensivos de los distintos tipos de bienes inmuebles: “baldío es lo que 
no es propiedad privada”.  
Pese a que esta afirmación es ilustrativa para introducir el debate sobre la 
acreditación de la propiedad resulta problemática pues no todo bien “no 
baldío” es propiedad privada, en tanto, existen otros fenómenos de bienes 
inmuebles que sin ser propiedad privada en sentido riguroso, tampoco tiene la 
condición de baldíos: los bienes fiscales patrimoniales, incluso la propiedad 
 
69 La segunda condición en rigor es redundante: si baldíos son los predios que no pertenecen a 
alguien, dicha descripción comprende igualmente a los que expresamente dejaron de ser 
propiedad de alguien por el cumplimiento de una regla particular. Pese a ello, la proposición 
normativa insiste en ello para aclarar que integran el conjunto de bienes baldíos los que 
provengan de instituciones jurídicas capaces de sacar bienes del patrimonio de los particulares.  
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étnica, bien sea constituida por un título colectivo de las comunidades negras 
o la constitución de un resguardo indígena.  
Esto se explica porque la extensión del concepto de lo que acá se ha 
denominado como del “dominio ajeno”, es más amplio que el de propiedad 
privada: toda propiedad privada es dominio ajeno, pero no todo dominio ajeno 
es propiedad privada. Esta distinción resulta necesaria para justificar la 
pretensión de completitud que se afirma tiene la clasificación de los bienes 
según el atributo de pertenecer, o no, a alguien. 
En suma, el aspecto que acá se plantea demuestra que la oposición de términos 
con la que ha sido presentada esta discusión es incompleta, pues de ella no 
puede darse explicación de los distintos fenómenos de derechos de propiedad 
que se pueden configurar dentro de nuestro regimen jurídico de tierras.  
La necesidad de apelar a refinar la distinción y ponerlo en términos del 
dominio ajeno y no el de propiedad privada puede ser demostrada a través de 
un acercamiento a las clasificaciones que pueden realizarse de los bienes 
tomándola como fundamento.  
6. Clasificación de los bienes inmuebles a partir de concepto baldío y 
dominio ajeno  
 
Realizar una clasificación de los bienes inmuebles en Colombia resulta 
problemática: de un lado, por cuanto las fuentes para su clasificación, es decir, 
las normas que definen los tipos de bienes y el régimen al cual se someten, se 
encuentran altamente dispersas, sin un criterio sistemático que oriente su 
creación, y por otro lado, en tabto se advierte que las clasificaciones adoptadas 
en nuestro derecho se encuentran altamente influenciadas por instituciones 
francesas de la teoría del dominio que se acusan de anacrónicas, especialmente 
a partir de la adopción de la Constitución de 199170, y que no recogen en su 
totalidad los fenómenos que sobre la propiedad se presentan en nuestro país71.  
 
70 “No obstante, con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, esa clasificación 
tradicional entre bienes fiscales y bienes de uso público se quedó corta, toda vez que existen 
categorías de bienes que cuentan con características particulares que no se acomodan a las de 
una u otra especie” Consejo de Estado Sección Tercera. Magistrado Ponente ALIER EDUARDO 
HERNANDEZ ENRIQUEZ 22 de febrero de 2001, radicado 18503.      
71 Vid PIMIENTO ECHEVERRI Julián Andrés. Teoría de los Bienes Públicos. Universidad 
Externado de Colombia.  
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Pese a ello dentro del presente acápite se realiza una clasificación, que parte de 
la distinción entre el dominio ajeno y los baldíos, para a su interior presentar 
distintas clases de bienes, en cuya definición, no resulta determinante el criterio 
orgánico inicialmente postulado. En últimas el objetivo que se plantea consiste 
en recoger las distintas clases de propiedad que resultan determinantes en la 
construcción de un sistema de información sobre la propiedad como una 
manera de dar cuenta de posibles objeciones al rol fundacional que se le ha 
dado a la distinción dominio ajeno vs baldíos.   
6.1. Los bienes de uso público 
 
Las clasificaciones de los bienes inmuebles parten de la fórmula prevista por el 
artículo 674 del Código Civil, que distingue entre bienes fiscales y bienes de 
uso público, lo cierto es que ella no puede ser la base sobre la que se expliquen 
los diferentes tipos de bienes inmuebles.  
 
Como se indicó se ofrece una mejor explicación, si su primera distinción parte 
de lo previsto por el artículo 44 del Código Fiscal, que divide los bienes 
inmuebles en baldíos y no baldíos: según el texto normativo son baldíos los 
terrenos ubicados dentro del territorio nacional que carecen de otro dueño y 
aquellos que hubiesen revertido al dominio de la Nación72. 
 
Sin embargo, debe darse cuenta del fenómeno de los bienes de uso público al 
interior de la clasificación hasta ahora postulada.  
 
Para tales efectos es necesario tener en cuenta que los atributos adscritos a la 
definición de los bienes de usos público los caracterizan como bienes 
inmuebles, ubicados dentro del territorio nacional, cuyo uso esta destinado a 
todos los habitantes.  
 
Este último rasgo deja claro que la condición de uso público resulta 
incompatible con el carácter de propiedad privada, pues en esta última es 
 
72 Para la doctrina la categoría de baldíos resulta difícilmente ajustable al modelo de bienes 
fiscales y de uso público. Ello en tanto la distinción sobre la que se edifican sus análisis parte 
de la clasificación del artículo 674 del CC.  En tal orden, sus características no parecen ajustarse 
a ninguna de ellas, no son enteramente bienes de uso público ni tampoco de los fiscales que 
integran el patrimonio de las entidades públicas. PIMIENTO ECHEVERRI Julián Andrés. 
Derecho Administrativo de Bienes. Los bienes Públicos: historia, clasificación, régimen 
jurídico.  Universidad Externado de Colombia. Acápite “Los Baldíos. La Imposible 
Clasificación”. Páginas 176-187. Al abandonar como punto de partida distinción del 674, y en 
su lugar distinguirlos como de dominio ajeno y baldíos, se puede entender fácilmente otros 
fenómenos de la propiedad estatal.  
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potestad del propietario ejerce la exclusión de los facultes de uso goce y 
disposición a otros individuos. En otras palabras, lo que es uso público no 
puede ser del dominio privado.  
 
Esta aproximación da cuenta de un tipo de bienes en virtud de un carácter 
estrictamente funcional, en el que se dividen los bienes según si su uso puede 
ser ejercicio por todos los habitantes, o bien si solo está restringido a la 
voluntad del propietario.        
 
Es posible conciliar dichas clasificaciones, pero deberá tenerse en cuenta que 
cada una de ellas parte de la identificación de un supuesto o atributo, que no 
necesariamente es exhaustivo para dar cuenta de todas las categorías de bienes 
inmuebles.    
 
La relación entre los bienes estatales y las propiedades definitorias pueden ser 
explicadas a partir de la siguiente gráfica:  
 
 
El rectángulo representa el conjunto universal de bienes inmuebles dentro del 
territorio nacional,  y en su interior se identifican tres grupos: (i) el de bienes 
privados que serían aquellos bienes que acreditan dominio ajeno, y que están 
radicados en cabeza de un particular, (ii) los bienes fiscales patrimoniales que 
son aquellos sobre los que se acredita dominio, pero radicado en cabeza de una 
Entidad Pública, y (iii) los bienes de uso público, que sin importar su origen, 
se constituyen  y superponen a cualquiera de las categorías. 
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Esto ultimo no resulta ser un fenómeno extraño, piénsese en la adquisición de 
bienes inmuebles que se realiza para la construcción de una vía pública, por 
ejemplo. El proyecto prevé la provisión de un bien que puede ser usado por 
todos los habitantes de territorio, y para ello, bien puede adquirir derechos de 
propiedad que se encuentran en cabeza de un particular, bien sea a través de 
procesos de negociación voluntaria, e incluso la expropiación. En términos 
similares ocurre con los bienes que conforman el patrimonio de una entidad en 
particular, en los que se exigirá la armonización de los intereses generales 
involucrados. 
Frente a los bienes baldíos, estos pueden ser afectados al uso público, o bien 
ser trasferidos a una entidad a través del procedimiento de titulación a 
entidades de derecho público para su posterior afectación al uso público.      
Lo bienes baldíos en tal orden, resultan como el complemento de los conjuntos 
anteriormente señalados.        
6.2. Los tipos de dominio ajeno 
 
El dominio ajeno como categoría opuesta a la de los terrenos baldíos supone el 
reconocimiento de un fenómeno de apropiación que incorpora el bien dentro 
del patrimonio de un determinado individuo, bien se trate de una persona 
natural, jurídica, o una entidad de derecho público. 
En tratándose de particulares lo bienes del dominio ajeno tendrán la condición 
de bienes de propiedad privada, siendo a su vez variada la clasificación que se 
puede realizar a su interior. Como parte de esta puede distinguirse predios de 
propiedad, en general, sin más limitaciones para su ejercicio que las derivadas 
de la función social y ecológica de la propiedad previstas en nuestra 
Constitución Política; La propiedad comunal étnica que provendría de los 
programas especiales de titulación en favor de comunidades por razones de 
ocupación ancestral; La propiedad privada con afectaciones, bien se trate de 
que estas sean impuestas o en virtud de acuerdos de voluntad de los mismo 
propietarios y los predios de propiedad privada que se hayan derivado de 
programas de reforma agraria, y que en su virtud quedan sometidos a 
condiciones especiales para su ejercicio que limitan facultades para la 
enajenación, entre otras.           
Frente al dominio ajeno radicado en cabeza de una entidad de derecho público 
se denomina como bienes fiscales patrimoniales. Se distinguen principalmente 
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de los bienes baldíos porque el ejercicio de la propiedad por parte de la Entidad 
titular se realiza en condiciones similares a como un particular ejerce la 
propiedad privada. Tal connotación implica entre otras, que la forma de 
adquisición, transferencia y en general, el ejercicio de la propiedad se sujeta 
por regla general, a las normas de derecho civil, siendo, por tanto, aplicables 
varias de las figuras concebidas originalmente para regular relaciones entre 
particulares. 
Dentro de la estructuración de cada una de las entidades se fijan apartes para 
definir la constitución de su patrimonio, en incluso en varios casos, 
particularizando la forma en la que se integran los bienes inmuebles al 
patrimonio de la respectiva entidad. 
Dentro de estos es posible distinguir los bienes fiscales no adjudicables que 
sería aquellos que las entidades adquieren con el propósito de cumplir sus 
objetivos sin que ello implique el adelantamiento de procesos de enajenación, 
y los adjudicables que sería aquellos adquiridos con el propósito de ser 
entregados en proceso de redistribución de la tierra. 
6.3. Clasificación de los bienes baldíos 
 
Por regla general los terrenos baldíos se encuentran dispuestos para que los 
particulares por su iniciativa, los ocupen y exploten como condición para su 
titulación. Sin embargo, no todos los terrenos baldíos se encuentran incluidos 
dentro de dicho régimen general, exceptuándose aquellas áreas que por 
disposiciones expresas el Gobierna Nacional hubiese dispuesto declarar bajo 
algún tipo de reserva. 
Dichas reservas de terrenos baldíos operan por varias razones: las reservas que 
se hagan para programas especiales del aprovechamiento que formule el 
Gobierno Nacional previstas en el artículo 76 de la Ley 160 de 1994, las 
destinadas para actividades consideradas como de interés general y de utilidad 
pública73, las reservas destinadas a grupos étnicos expedidas por el Incora y  
 
73 Se califican como inadjudicables los baldíos reservados o empleados para un uso público, 
para la prestación de un servicio público, o para el adelantamiento de actividades consideradas 
como de interés general y de utilidad pública. Estos casos implican la existencia de un acto 
administrativo que expresamente los haya destinado para tales efectos. Este puede ser el 
resultado de la aplicación de una reserva conforme lo dispone el artículo 75 de la Ley 160 de 
1994. También podría presentarse en los casos de trasferencia de baldíos a entidades de 
derecho público en los que por diversas razones no se haya consolidado el derecho de 
propiedad en cabeza de la entidad solicitante. La aplicación de la acción de policía está 
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los que adquieren dicha condición por el adelantamiento de un proceso 
agrario74. 
También pueden señalarse la reserva territorial del Estado. Conforme con el 
artículo 45 de la Ley 110 de 1912 tiene la condición de baldíos reserva territorial 
del Estado aquellos inmuebles ubicados en las islas de uno y otro mar, las 
costas desiertas, las islas y las costas de los ríos navegables. Para todos los casos 
se admiten hipótesis en los que es posible acreditar la propiedad por parte de 
particulares, por cuanto será necesario a través de las acciones agrarias dar 
solución a dichas incertidumbres.  
          
También puede ser distinguidos los bienes baldíos inadjudicables, es decir, 
bienes inmuebles ubicados dentro del territorio nacional sobre los que no es 
posible acreditar el dominio ajeno, pero que además se dispone su exclusión 
del régimen general de titulación de baldíos, en virtud de condiciones 
intrínsecas a los predios que los hacen sujetos de una especial protección.  
En ellos encontramos los predios del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, las 
sabanas comunales entendidos como los terrenos que son usados de forma 
común para el pastoreo, y lo playones como las áreas colindantes a los cuerpos 
de agua que son inundados periódicamente, los cuerpos de agua tales como 
lagunas, ciénagas y humedales, y finalmente las áreas de bajamar, que 
correspondería a las áreas de playas, que son periódicamente cubiertos por las 
olas más grandes.  
Finalmente se agrupan los terrenos baldíos como aquellas áreas sobre las que 
no se ostenta propiedad privada y que no tienen limitación alguna para el 
ejercicio de su ocupación y explotación como condición para su titulación. 
Dentro de esta categoría encontramos varios tipos de baldíos, según se trate de 
los sujetos que soliciten su adjudicación, bien para sujetos de reforma agraria, 
grupos étnicos, o de programas de aprovechamiento en favor de empresas 
especializadas del sector agropecuario.    
 
condicionada a la existencia previa al acto de perturbación, del acto administrativo que asignó 
la calidad de inadjudicable. 
74 El proceso administrativo de la extinción del dominio prevé que respecto de los predios que 
se declare su extinción ingresan al patrimonio de la Nación en calidad de baldíos reservados, 
igualmente ocurre con los procesos de recuperación de baldíos en virtud de lo establecido en 
el inciso 2do del artículo 67 de la Ley 160 de 1994 modificado por el artículo 1ero de la Ley 1728 
de 2014.    
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7. La Ley 200 de 1936 y las condiciones de su expedición 
 
Previo a analizar las formulas de acreditación de la propiedad en los términos 
en los que se actualmente se encuentran consignados en la Ley 160 de 1994, se 
estima pertinente realizar algunas consideraciones sobre la manera en la que 
fueron incorporadas dentro del regimen jurídico colombiano. Ello obliga 
remitirnos a la Ley 200 de 1936. 
Esta ley hizo parte de de las reformas normativas de la década de los años 
treinta, del siglo pasado, que han sido asociadas con la implementación tímida 
en Colombia del modelo del estado interventor, que en términos generales, se 
orientó a zanjar las órbitas entre el clero y el Estado, la protección y 
fortalecimiento de las relaciones laborales y el diseño de un estado activo en el 
direccionamiento de la economía a través del impulso de la industrialización y 
la consolidación de las relaciones capitalistas75 y 76.  
El ascenso del partido liberal al poder marcó el fin de un prolongado lapso de 
hegemonía conservadora, iniciado en 1886 y puesto en crisis en la década de 
los años 20. La crisis económica y financiera de 192977, las protestas campesinas 
 
75 El acto legislativo N°. 1 de 1936 establecía en su artículo 11 que: “El Estado puede intervenir 
por medio de leyes en la explotación de industrias o empresas públicas o privadas, con el fin 
de racionalizar la producción, distribución y consumo de las riquezas, o de dar al trabajador la 
justa protección a que tiene derecho”. 
76 Dos posturas se identifican en la valoración de dicho periodo: la primera lo considera como 
un hito histórico que adoptó verdaderas revoluciones en la colectivización del riesgo -la 
revolución en marcha-, protección de las relaciones laborales, modernización del estado y 
regulación del derecho de propiedad, por otra parte, se considera que las reformas no fueron 
más que instrumentos con los que se apaciguaron las efervescentes protestas sociales, y que a 
la par sirvieron para legalizar los intereses de la clase dirigente y la legalización de la  
ocupación de tierras públicas por parte de terratenientes. Empero también puede ser analizado 
desde una perspectiva relacional en la que se identifican múltiples actores y fuerzas 
sociopolíticas que influyeron dentro del Congreso para perfilar las reformas como una 
construcción colectiva. v. BOTERO Sandra. La reforma constitucional de 1936, el Estado y las 
políticas sociales en Colombia. En Anuario colombiano de historia social y de la cultura No 33, 
páginas 85-109.                  
77 “[S]e calculaba que había cuarenta mil desempleados y se esperaba el despido de otros miles, 
saldo que dejaba las obras públicas que, sin la corriente de empréstitos extranjeros se habían 
abandonado. Una <<junta de acción patriótica>> constituida por notables de ambos partidos 
describía la situación en términos sombríos: << todos los valores se desprecian; las 
transacciones comerciales son casi nulas; no surgen nuevas empresas; las existentes decaen; el 
crédito interno y externo baja de modo alarmante; los negocios e industrias se van paralizando; 
el número de personas que no hallan ocupación crece constantemente>>” COLMENARES 
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y obreras de la década de principio de siglo78, junto con las medidas del 
gobierno dirigidas a su apaciguamiento79, enfrentaron al partido conservador 
al desprestigio y a las divisiones internas80. El liberalismo supo capitalizar 
dicha crisis, e influenciado por corrientes renovadoras de las revoluciones 
mexicana y española, propuso modificar el régimen previsto de la propiedad, 
para lo cual presentó ante el congreso un conjunto de medidas legislativas 
dentro de ellas especialmente una reforma constitucional81.  
 
German.  Ospina y Abadía: la política en el decenio de los veinte.  En Nueva Historia de 
Colombia. Historia Política 1886-1946. Bogotá. Editorial Planeta 1989 Bogotá páginas 266.       
78 Fueron múltiples las protestas obreras que se presentaron a lo largo de la década de los 
veinte: en 1924 la huelga de los tranviarios, la de barranca contra la Tropical Oil, la del 
ferrocarril del pacifico en 1926 y nuevamente contra la Tropical Oil en 1927 a lo largo del 
Magdalena y del Valle del Cauca. Dos hechos marcaron dramáticamente los desenlaces de los 
levantamientos sociales: la masacre de las bananeras, que había empezado con la huelga 
decretada el 12 de noviembre de 1928, mediata por las influencias en el alto gobierno de la 
United Fruit con las que consiguieron declarar como ilegal la protesta y altamente peligrosa la 
alteración del orden público, y su desenlace, el 5 de noviembre, con la orden del General Cortes 
Vargas de disparar sobre la multitud de trabajadores, mujeres y niños, que protestaban y 
acompañaban. Mas adelante, el 7 de junio de 1929 se dispuso por parte del Gobernador de 
Cundinamarca la destitución del alcalde de Bogotá, como consecuencia del enfrentamiento en 
el que se había involucrado con los gerentes del tranvía y el acueducto a quienes 
responsabilizaba del desgreño administrativo de la ciudad. Los dos acusados fueron 
destituidos por el alcalde, peros éstos hicieron uso de sus influencias con el alto gobierno, y el 
mismo día por orden presidencial, se decretó a su vez su destitución y remplazo. Ello generó 
severas protestas en la ciudad que fueron apaciguadas violentamente por el mismo General 
Cortes Vargas, y que al final culminaron con la muerte de un estudiante. El gobierno fue 
presionando a remover algunos de sus ministros, el gobernador de Cundinamarca, el alcalde 
de Bogotá, y el Director de la Policía, pero a mediano plazo tales hechos resultaron suficientes 
para cuestionar la idoneidad del gobierno conservador y de sus instrumentos apaciguadores. 
v. COLMENARES German.  Ibídem.  páginas 255-260.   v. et. Revista Credencial Historia. La 
masacre de las bananeras. (Bogotá - Colombia). Edición 190 octubre de 2005. 
79 Las medidas empeladas por el Gobierno comprendieron arrestos, aumento del pie de fuerza, 
y el trámite y aprobación de la Ley 69 de octubre de 1928 mediante la cual se dotaba al gobierno 
de facultades extraordinarias para reprimir y silenciar la disidencia, y declarar como ilegales 
las pretensiones que se respaldaran a través de la huelga y la protesta.    
80 Las elecciones de 1930 enfrentaron un dividido partido conservador, que disputaba su 
participación a través de la selección de un único candidato con la intervención, como era 
costumbre, de las autoridades eclesiásticas. Al final, las disputas internas impidieron concretar 
dicha fórmula enfrentando a Alfredo Vázquez Cobo y Guillermo Valencia. Por su parte el 
partido liberal seleccionó Olaya Herrera como candidato del liberalismo, quien pese a su 
negativa inicial, transó con los dirigentes liberales para evitar una confrontación directa con 
los conservadores y lanzar su campaña como de concentración nacional. v. LATORRE Rueda 
Mario.  1930-1934. Olaya Herrera: un nuevo régimen. En Nueva Historia de Colombia. Ibídem, 
páginas 269-284.   
81 v. MELO González Jorge Orlando.  Las reformas liberales de 1936 y 1968. En Revista 
Credencial Historia  
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La reforma abarcó temas relacionados con los límites territoriales, 
reconociendo la validez de ciertos instrumentos internacionales, aspectos sobre 
la división político administrativa, otorgando competencias al legislador para 
definir la creación de nuevos entes territoriales, dirimir conflictos sobre límites 
entre departamentos y expedir reglamentos sobre su organización electoral. 
Así mismo, normas sobre reconocimiento de nacionalidad, ejercicio de la 
ciudadanía, libertad de cultos, sufragio universal y la garantía para que las 
mujeres pudieran desempeñar cargos públicos, entre otros.  
Pero la modificación que mayor debate despertó fue la relacionada con la 
regulación de los derechos de propiedad, problema que apareció ligado 
necesariamente al acceso a las tierras públicas: con un claro antecedente 
colonial, en el que se reputaban como tierras realengas, todas aquellas sobre 
las que no se demostrara que habían salido del dominio del rey, nuestra 
normatividad adoptó el principio del dominio eminente para señalar que se 
reputan de la Nación todas aquellas tierras sobre las que no se pueda acreditar 
la propiedad privada. Así se infiere desde la delimitación misma que dio el 
primer Código Fiscal de las tierras baldías82.     
El diagnóstico del problema se perfiló desde la misma administración de Olaya 
Herrera, quien a través del Decreto 956 de 1933 creó una junta especial para el 
estudio de las cuestiones sociales y agrarias integrada por los Ministerios de 
Industria, Hacienda y Crédito Público, el Procurador General de la Nación y 
un designado de la Presidencia de la República. Su objeto consistía en buscar 
soluciones jurídicas dentro de la legislación existente, o bien preparar los 
proyectos de ley que fuesen necesarios, para resolver los conflictos entre 
propietarios de predios rurales y sus arrendatarios, poner fin a la 
incertidumbre sobre la naturaleza de los predios y regular la fundación de 
colonias agrícolas que facilitaran los procesos de titulación de baldíos en favor 
de campesinos.          
El problema central, según se afirmó, se concretaba en la disputa por la 
propiedad de áreas de terrenos cultivados por colonos que a su vez eran 
 
(Bogotá - Colombia). Edición 13 enero de 1991.  Disponible en 
http://www.banrepcultural.org/node/81508.    
82 El artículo 878 del primer Código Fiscal –Ley 106 de 1873- enlista las tierras que se reputan 
como baldías y por tanto de propiedad de la Nación, como una expresión del dominio que 
ejerce la Nación en el territorio nacional en virtud de la soberanía, estableciendo en el artículo 
879 la carga de los particulares de demostrar la propiedad con títulos legítimos debidamente 
registrados en las oficinas de la estadística nacional.      
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reclamados por personas que alegaban ser sus propietarios. Éstos no podían 
ser resueltos con la mera titulación de baldíos, en tanto, las tierras que se 
encontraban disponibles se situaban en zonas marginadas y las utilizables en 
la disputa comentada. A ello se contrastaba zonas de sana propiedad pero que 
su titular mantenía incultas. En tal sentido, proponía que “deslindar y reivindicar 
[…] los baldíos ilegítimamente detentados, o confundidos con predios particulares, y 
con una reglamentación de la propiedad que se avenga con el concepto de la función 
social” 83. 
Es decir, se identificaba un problema relativo a la determinación de la 
naturaleza de las tierras que se encontraban en zonas accesibles que eran 
reclamadas, tanto por particulares, alegando su condición de propiedad 
privada, y por colonos que sostenía que se trataban de terrenos baldíos y por 
tanto, propiedad de la Nación, disponibles para adelantar procesos de dotación 
de tierras. Pero a la par se identificaba predios de propiedad privada, sin duda 
en su naturaleza, que se mantenían incultos, amparados en el carácter absoluto 
del derecho de propiedad que permitía a sus titulares no utilizarlos sin 
consecuencia alguna.  
A su juicio la problemática exigía instrumentos legales que permitieran la 
revisión de la naturaleza de los predios, para determinar su calidad de baldíos 
o de propiedad privada, condiciones excluyentes, y a la par medidas que 
permitieran revocar las titulaciones de baldíos cuando las áreas adjudicadas 
permanecieran sin explotar, ociosidad con la que se pugnaba a través de otras 
medidas como  la extinción del dominio y la reducción de los términos de 
prescripción para ocupantes de buena fe que explotaba predios de propiedad 
privada: “Con una legislación adecuada sobre las cuestiones en referencia, se 
solucionaría razonablemente muchos conflictos, se acrecentaría el haber público, se 
mejoraría la situación del pueblo campesino y se conjuraría el peligro, remoto pero 
innegable de la reacción violenta contra el derecho de propiedad.”84 
El proyecto fue presentado al Congreso en agosto de 1933 por el Ministro de 
Industrias Nacionales Francisco José Chaux, quien en la exposición de motivos 
nuevamente señaló a los conflictos agrarios entre colonos/arrendatarios y 
propietarios como el derrotero inspirador del proyecto.  Para explicar su origen 
 
83 OLAYA Herrera Enrique. Mensaje Presidencial al Congreso. Bogotá 20 de julio de 1933. En 
MARTINEZ E. Marco. Régimen de tierras en Colombia. Antecedentes de la Ley 200 de 1936 
“Sobre régimen de tierras” y decretos reglamentarios. Publicaciones del Ministerio de la 
Economía Nacional. Talleres Gráficos Mundo al Día Bogotá 1939 páginas 9-12.       
84 Ibídem.  
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apeló a relatar aspectos del proceso de colonización adelantado por los 
españoles, que impuso valores morales y jurídicos que resultaron 
incompatibles con la cultura indígena. El valor del título para acreditar la 
relación de los sujetos con la tierra, resultó ajeno al carácter espiritual con el 
que el indígena concebía la tierra y su trabajo desprovisto de sentimientos de 
acumulación, abstrayendo de esa manera la propiedad titulada del trabajo.  
Dicha abstracción fue denominada como el divorcio entre el trabajo y la tierra, 
separados por espesas capas de derechos civiles, títulos y pretensiones de 
dominio, que prolongaron sistemas feudales de explotación de la tierra, origen 
del conflicto entre detentadores de títulos y aquellos quienes las explotan 
económicamente.  
Para otros autores como Legrand, el problema no se redujo a la mera 
reproducción en la República de las estructuras coloniales, sino en la tensión 
en la que se han mantenido dos clases de la sociedad. Para ella, el subdesarrollo 
se ha explicado acudiendo a presentar el problema estrechamente ligado a la 
estructura de la propiedad heredada e intacta desde las mismas relaciones 
establecidas en la época colonial que presenta a los terratenientes, como 
concentradores de tierras, con pretensiones de prestigio social, antes que 
desarrollo económico, y de otra parte, a los campesinos como preocupados sólo 
por su subsistencia. 
Señala que dicha perspectiva desconoce la génesis del problema agrario, 
arrebata la historia de las gentes y desconoce las trasformaciones que se dieron 
a partir de 1850 con ocasión del auge exportador. Dicho auge produjo un 
cambio en el tipo de productos exportados, mientras en la colonia la mayoría 
de las exportaciones eran de minerales, entre 1850 a 1930 se produjo un 
incremento en la producción agrícola y de la ganadería para abastecer centros 
industriales de Europa y de los Estados Unidos. Dicho crecimiento económico 
aparejó procesos sociales de lucha por la tierra entre terratenientes y 
campesinos quienes compitieron por aprovechar las nuevas oportunidades 
económicas, antagonismo aún no resuelto, reproduciendo y trasformando en 
nuevos conflictos.  
La integración de Colombia a los mercados internacionales como exportadora 
de productos agrícolas aumentó la ocupación de baldíos en zonas de frontera, 
en tanto, las áreas hasta ese momento ocupadas, habían sido las de clima frío 
cuyos productos se producían igualmente en Europa y Estados Unidos, que no 
eran aptas para satisfacer la demanda de productos tropicales, lo que produjo 
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nuevas ocupaciones en tierras de frontera, la mayoría baldías, para el aumento 
de la producción.  
Dicho factor de incremento de la ocupación se vio complementado con el 
avance en las vías de comunicación entre 1850 y 1930, que ampliaron el 
mercado y la demanda interna de productos, fomentando el comercio 
interregional y la implementación de nuevas tecnologías que incentivó la 
industria ganadera a través de la siembra de pastos, el alindamiento de 
potreros con alambre de púas, y la importación de nuevas razas85. 
Pese a ello, las reformas normativas insistieron en señalar la necesidad de 
superar las formas coloniales de explotación de la tierra, como paso obligado 
en la consolidación de las relaciones comerciales, aumento de la productividad 
y consolidación de las relaciones capitalistas a través de la certeza que debe 
engendrar la condición de propietario.  
La exposición de motivos de lo que hoy es la Ley 200 de 1936, señaló la urgencia 
de superar el régimen colonial y antieconómico con el que se regulaba el 
derecho de propiedad hasta entonces.  
Según el Ministro de Gobierno, Dario Echandia, resultaba urgente la resolución 
del régimen de tierras para el desarrollo económico del país, lo que debía 
hacerse informado por dos criterios: justicia social que permitiera atender las 
reclamaciones de colonos, sobre la apropiación irregular de terrenos baldíos 
por parte de terratenientes y el abuso de acciones de posesión con el que se les 
obligaba a abandonar tierras, sobre las que tenían legítimas pretensiones de 
titulación. Y seguridad jurídica frente a la constitución de la propiedad, en 
tanto, la reclamación de colonos sobre tierras baldías, se había desbordado, en 
casos, a predios de propiedad privada, promoviendo invasiones y 
perturbaciones a legítimos propietarios, lo que en últimas dificultaba el 
aprovechamiento de tales tierras.  
En la exposición se recogen las tesis de la carga de la prueba de los particulares 
para acreditar ante la Nación la propiedad privada, so pena de presumirse 
como tierras baldías (Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 1926), 
además la exigencia unívoca de acreditar la propiedad con un título originario 
–prueba diabólica- ante la imposibilidad de presentar una cadena perfecta de 
 
85 LEGRAND Catherine.  Colonización y protesta campesina en Colombia (1850-1950)  
Traducción: de Hernando Valencia G. Centro Editorial UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA Primera Edición U.N.1988. 
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tradición desde que el bien salió del patrimonio de la Nación (Sentencia de 
mayo de 1934) y la tesis consuetudinaria –reconocida como errónea-  conforme 
a la cual una tradición de treinta años debidamente inscrita resultaba suficiente 
para acreditar la propiedad86.               
Claramente el objetivo del gobierno consistía en incorporar a la economía 
nacional el mayor número de tierras posibles a la explotación económica, bien 
a través del alistamiento de terrenos baldíos que permanecían incultos con la 
protección de títulos ilegítimos para destinarlos a nuevas adjudicaciones de 
baldíos, pero a la par ofreciendo una fórmula para legitimar la propiedad de 
modo que se otorgara seguridad jurídica a aquellos quienes explotaban los 
predios. Esta última disposición se limitaba a través de medidas que 
condicionaban el aprovechamiento económico de la propiedad so pena de 
extinguirla.  
La Ley 200 de 1936 finalmente fue aprobada el 12 de diciembre de 1936, 
empero, su entrada en vigencia fue diferida según su artículo 33, hasta 60 días 
después de su publicación, condición, que según el artículo 16 del Decreto 59 
de 1938, se cumplió hasta el 7 de abril de 1937.  
En ella se establecieron dos órdenes de presunciones: la primera, según la cual 
no se reputan baldíos sino de propiedad privada los fundos poseídos 
económicamente a través de hechos positivos, de otro parte, la presunción 
según la cual se presumen como baldíos los terrenos que no se posean 
económicamente, es decir, respecto de los cuales no se adelanten hechos 
positivos de aprovechamiento. La prescripción de las presunciones aparejó la 
introducción del concepto de posesión agraria, la cual se concreta en los hechos 
positivos de aprovechamiento de un bien rural que configurarían una u otra 
presunción.      
Así mismo, se establecen los criterios para la acreditación de la propiedad 
privada, como una fórmula de carácter transaccional, a través de la cual se 
resolverían las disputas sobre la naturaleza de los predios.  
En efecto, las presunciones establecidas en los dos primeros artículos y que 
vinculaban la posesión agraria como un elemento determinante en el 
establecimiento de la naturaleza de los predios, no se estipula como una 
fórmula absoluta, en tanto, tal debate se debía resolver definitivamente a través 
 
86 ECHANDIA Darío. Exposición de motivos del proyecto de ley sobre “régimen de tierras”. 
Bogotá julio de 1935. En MARTINEZ E. Marco. Opus cite páginas 130-144. 
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de la configuración de una de las dos alternativas establecidas: el título 
originario que no hubiese perdido su eficacia, o los títulos entre particulares 
con específicas características87.  
Así mismo, estableció mecanismos indirectos de acceso a tierras, prescribiendo 
que los predios de propiedad privada que no fueran objeto de explotación, por 
parte de sus propietarios, y por un término igual o superior a 10 años, 
revertirían al dominio de la Nación. Igualmente, una prescripción adquisitiva 
especialísima, respecto de quienes hubiesen ocupado un bien rural por un 
término igual o superior a cinco años con la convicción de que se trataba de un 
terreno baldío. 
El análisis que se realiza del cuerpo normativo reprocha que no se hayan 
establecido allí mecanismos de redistribución de la propiedad, como elemento 
esencial de una reforma agraria88, un fracaso histórico en la pacificación de la 
sociedad colombiana al descartar la implementación de políticas que hubiesen 
restructurado la gran propiedad a través de la redistribución democrática de 
la propiedad89.  
Frente a los efectos prácticos de la implementación de la ley se reprocha como 
superficial: la extinción del dominio no fue aplicada dentro de los 25 años 
siguientes a su expedición, en tanto, nunca fue expedida la reglamentación que 
señalara los detalles de su aplicación. Los conflictos entre colonos y 
propietarios tampoco fueron solucionados a través de su aplicación, en tanto, 
los terratenientes reaccionaron organizándose políticamente para defender las 
prerrogativas que habían mantenido frente a las tierras expulsando a sus 
arrendatarios ante el temor de que se ejercieran las acciones de extinción del 
dominio. Ello aunado a las fuertes presiones que ejercieron los propietarios 
sobre autoridades locales, para mantener sus prerrogativas ya las 
 
87 En el acápite de este escrito correspondiente a la Clarificación de la Propiedad se presentará 
un análisis con mayor detalle de la fórmula de acreditación de propiedad privada.   
88 “Un protagonista e investigador social de la época, muy cercano a los propósitos 
gubernamentales, el profesor Gerardo Molina, expresaba que la Ley 200 de 1936 no tuvo como 
objetivo “la redistribución de la gran propiedad agraria” ni modificar a fondo esa estructura, 
sino que, por el contrario se enderezó a “fortalecer la propiedad privada” y a transformar en 
hacienda capitalista el latifundio improductivo (Gerardo Molina 1982: MOLINA, Gerardo. Las 
ideas liberales en Colombia, “de 1935 a la iniciación del frente Nacional” Tomo III Tercer 
Mundo, Bogotá, 1982.)” RAMOS Bermúdez Manuel. Reforma agraria: Un repaso a la historia. 
En Colombia Tierra y Paz. Experiencias y caminos para la reforma agraria. Alternativas para 
el siglo XXI 1961-2001. Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –Incora- 2002. Página 100.        
89 PALACIOS Rozo Marco. ¿De quién es la Tierra? Propiedad, politización y protesta 
campesina en la década de 1930. Universidad de los Andes, Fondo de Cultura Económica 2011.  
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interpretaciones sesgadas de algunos jueces que pese a lo consignado en la ley, 
sobre la posesión agraria en la práctica continuaron dando preferencia a la 
posesión inscrita como modo para acreditar la propiedad90.       
Frente al propósito de incrementar la explotación económica y disminuir la 
ociosidad de las tierras, su efecto mutó en cambios de uso del suelo, que 
incrementaron las áreas dedicadas a la ganadería91, como una forma de 
configurar el aprovechamiento económico y evitar la aplicación de las medidas 
de extinción del dominio.     
Pese a ello, es posible plantear el proceso de discusión e implementación de las 
figuras de la Ley 200 como un proceso interrelacionar en la que concurrieron 
diferentes fuerzas políticas, que en uso de un mecanismo democrático 
pugnaron por mantener a salvo sus intereses y prerrogativas: “Con base en las 
actas de los debates y discusiones sobre la reforma en el Congreso se reconstruye un 
proceso complejo que no resulta ni responde exclusivamente a las maniobras 
maquiavélicas o de avanzada de algún sector específico. Lo que se evidencia es la 
construcción colectiva de las disposiciones: un proceso sociopolítico que permite no solo 
una nueva lectura de la que es considerada como una coyuntura clave en la historia 
política del país, sino también una mirada puntual a los patrones de organización 
política colombianos (sic) y al proceso de construcción estatal.”92 
8. Las modificaciones a las fórmulas de acreditación en la Ley 160 de 
1994 
 
Durante más medio siglo las reglas de acreditación de propiedad 
permanecieron sin modificación. Sin embargo, en Ley 160 de 1994, se abordó 
nuevamente las reglas para la acreditación de la propiedad señalando en el 
artículo 48: 
“A partir de la vigencia de la presente Ley, para acreditar propiedad privada sobre la 
respectiva extensión territorial, se requiere como prueba el título originario expedido por 
el Estado que no haya perdido su eficacia legal, o los títulos debidamente inscritos 
otorgados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, en que consten tradiciones de 
 
90 RAMOS Bermúdez Manuel. Justicia Agraria: La Experiencia Colombiana. Cuaderno Técnico 
de Desarrollo Rural NO 32. Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura IICA. 
Noviembre de 2014. Páginas 5-6.   
91 KALMANOVITZ Salomón. El Desarrollo Histórico del Campo Colombiano. Disponible en: 
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/historia/colhoy/colo9.htm   
92 BOTERO Sandra. La reforma constitucional de 1936, el Estado y las políticas sociales en 
Colombia. En Anuario colombiano de historia social y de la cultura No 33, páginas 85-109.   
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dominio por un lapso no menor del término que señalan las leyes para la prescripción 
extraordinaria.”  
 
La norma transcrita deroga tácitamente el artículo 3ero de la Ley 200 de 1936 
anteriormente comentado, al reproducirlo integralmente.93 Con ello mantiene 
las condiciones para acreditar la propiedad por medio de título originario.  Sin 
embargo, la reproducción de la formula engendra consecuencias distintas, si la 
vía utilizada para acreditar la propiedad es la de los títulos entre particulares, 
pues la vigencia de la leyes que los contienen, modifican el referente temporal 
a partir del cual se computa el calificado término de prescripción: mientras el 
artículo 3ero de la Ley 200 de 1936 remitía a títulos inscritos con anterioridad a 
7 de abril de 191794  el inciso tercero del artículo 48 de la Ley 160 de 1994 remite 
a títulos inscritos antes del 5 de agosto de 1974. 
Una segunda modificación que podemos advertir es la introducción del 
adverbio “debidamente” para condicionar el modo de la inscripción, 
distinguiendo entonces entre títulos debida e indebidamente inscritos.  
Dicha modificación será especialmente referida para justificar que los baldíos 
solo pueden ser adquiridos mediante el titulo originario. No obstante, como se 
mostrará esto resulta incompatible con la aceptación de la segunda de las 
formulas de acreditación, en tanto, aplicarse con tal rigor se niega la 
posibilidad de que se concrete una formula transaccional.   
 
 
93 La reproducción del texto en una disposición normativa posterior engendra cambios en la 
fórmula de acreditación de la propiedad, que en aplicación de lo dispuesto por los artículos 
2do y 3ero de la Ley 153 de 1887 se resuelve, afirmando lo preceptuado por el inciso tercero 
del artículo 48 la Ley 160 de 1994 (ley posterior) y estimando insubsistente lo consignado por 
el artículo 3ero de la Ley 200 de 1936. Sobre la interpretación de la derogatoria tacita o 
insubsistencia del artículo 3ero de la Ley 200 de 1936 se anotó: “De suerte que, en la actual 
disposición, la tradición se corre hasta el año de 1974, si descontamos los 20 años a partir de 1994, año 
en que entró en vigencia la nueva ley. A nuestro modo de ver la normatividad quedó igual, sólo se corrió 
del año 1936 al año 1994, lo que favorece el saneamiento de la propiedad a favor de particulares. […] La 
otra cosa es que el artículo 11 de la misma Ley 160 de 1994, deroga expresamente las leyes 34 de 1936 
[…] y no refiere en absoluto a la Ley 200 de 1936, ni a su artículo 3o, que reforma. No obstante, creemos 
que quedó derogado en virtud de que contraría el artículo 48 del nuevo estatuto agrario.” Martínez 
Aparicio, José María. Régimen de Baldíos en Colombia. Bogotá: Ediciones Doctrina y Ley 2000, 
paginas 74-75 
94 Como se mencionó la Ley 200 de 1936 fue promulgada el día 12 de diciembre de 1936, la cual 
según el artículo 33, sólo empezaría a regir 60 días después de efectuada su publicación. El 
artículo 16 del Decreto 59 de 1938 indica que la fecha de su vigencia principió el día 7 de abril 




9. Análisis de la formulas acreditación de la propiedad  
 
Su acreditación respecto de bienes inmuebles remite de modo inmediato a lo 
consignado en los incisos 3ero y 4to del artículo 48 de la Ley 160 de 1994 que 
indican: 
 
“A partir de la vigencia de la presente Ley, para acreditar 
propiedad privada sobre la respectiva extensión territorial, se 
requiere como prueba el título originario expedido por el Estado 
que no haya perdido su eficacia legal, o los títulos debidamente 
inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, en 
que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del 
término que señalan las leyes para la prescripción extraordinaria. 
 
Lo dispuesto en el inciso anterior sobre prueba de la propiedad 
privada por medio de títulos debidamente inscritos con 
anterioridad a la presente Ley, no es aplicable respecto de terrenos 
no adjudicables, o que estén reservados, o destinados para 
cualquier servicio o uso público”. 
 
Los incisos en referencia se articulan dentro la expresa delimitación de la 
competencia del Incora -hoy Agencia Nacional de Tierras-, para adelantar los 
trámites de clarificación de la propiedad encausados a la determinación de si 
un terreno salió o no del dominio de la Nación, es decir, si es baldío o por el 
contrario sobre este existe constitución de propiedad privada. Para el 
desarrollo de tal cometido dispone dos alternativas bajo las cuales se acredita 
la propiedad privada: (i) título originario expedido por el Estado que no haya 
perdido su eficacia legal, o (ii) títulos debidamente inscritos otorgados con 
anterioridad al cinco (5) de agosto de 1994, en los que consten tradiciones de 
dominio por un término no inferior a aquel señalado como necesario para la 
prescripción extraordinaria. 
 
Las reglas de acreditación definen los requisitos que se deben reunir para 
afirmar, y no para presumir, que un bien inmueble ubicado dentro del 
territorio nacional le pertenece a alguien. Estas reglas señalan que existen dos 
posibles formas de acreditar la propiedad, a través de una proposición 
disyuntiva: el titulo originario que no haya perdido eficacia legal “o” la de 
títulos entre particulares con unos determinados atributos. La acreditación, y 
no la presunción de propiedad, se realiza a través de una de tales formas, o 




Este último punto resulta definitivo para entender el rol que desempeñan las 
presunciones de propiedad privada: si bien las modificaciones a la fórmulas de 
acreditación dispuestas por la Ley 160 de 1994, no alteraron expresamente las 
presunciones consignadas en los artículos 1 y 2 de la Ley 200 de 1936, estas no 
resultan incompatibles con la acreditación de la propiedad.  
 
Este a mi juicio constituye quizás el error de mayor significancia en la teorías 
de justificación de la propiedad en el aprovechamiento económico, a dárseles 
un contenido independiente a las presunciones de propiedad. Si el 
aprovechamiento económico es suficiente para definir la naturaleza de los 
predios, nada resuelve entonces las formulas de acreditación que inicialmente 
estaban consignadas en el artículo 3ero de la Ley 200 de 1936, y ahora en el 
artículo 48 de la Ley 160 de 1994.       
 
9.1. Título originario 
  
Conforme se indicó la primera de las alternativas propuestas para acreditar 
propiedad privada se surte a través de la exhibición de un título originario 
expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal. El título puede 
ser definido como el acto jurídico mediante el cual se realiza una manifestación 
de la voluntad dirigida a crear o modificar un derecho de dominio. Los títulos 
pueden ser originarios de dominio: si prevén la creación o constitución de un 
derecho o situación jurídica, y traslaticios de dominio: si se limitan a transferir un 
derecho ya existente (artículo 765 ibídem).   
Ahora bien, el artículo 13 del Decreto 59 de 1938 indicó95 dos tipos de títulos 
constitutivos de dominio:  
“a) Todo acto administrativo legalmente realizado y traducido en 
un documento auténtico, por medio del cual el Estado se haya 
desprendido del dominio de determinada extensión territorial. 
“b) Todo acto civil realizado por el Estado en su carácter de persona 
jurídica y por medio del cual se haya operado legalmente el mismo 
 
 
95 Si bien, puede cuestionarse la eficacia de algunas disposiciones del Decreto 59 de 1938 en 
tanto éste constituye reglamentación directa de la Ley 200 de 1936, la referencia particular al 
artículo 13 se realiza en tanto, su contenido más que prescriptivo es de naturaleza descriptiva 
que nada se vería afectado por su derogatoria.     
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fenómeno sobre tradición del dominio de determinada extensión 
territorial perteneciente a la Nación. 
Las situaciones citadas refieren a actos de Estado mediante los cuales dispone 
de una extensión territorial, que implica forzosamente que el Estado funja 
como titular del dominio de lo que se desprende.  No obstante, el dominio 
ejercido por el Estado en la expedición de actos originarios no es propiamente 
el descrito anteriormente, sino el denominado dominio eminente o dominio sui 
generis en tanto, en el no concurren las facultades propias uso y goce96. 
Corolario es entonces, que los actos de disposición que las entidades del Estado 
realizan sobre bienes fiscales patrimoniales, no pueden en modo alguno 
considerarse como actos originarios del dominio.  
En tal orden, el “título originario” podría precisarse como el acto propio del 
Estado que crea una situación jurídica respecto de una extensión territorial 
confiriendo su derecho de dominio en sentido estricto a determinada persona 
jurídica.  
Titulo originario es usualmente equiparado con el título constitutivo. Sin 
embargo, esta afirmación resulta problemática por dos razones: (i) de un lado 
porque nuestro código civil denominada como títulos constitutivos a la 
ocupación, la accesión y la prescripción (art. 765), pero al mismo tiempo, los 
postula como modos de adquirir la propiedad (artículo 673 ibídem), es decir, 
confunde las nociones de título y modo. Y (ii) porque el artículo 65 de la Ley 
160 de 1994 señala que la propiedad de los terrenos baldíos adjudicables solo 
puede ser adquirido por título traslaticio de dominio otorgado por el Estado.  
En tal orden, el titulo originario no es titulo constitutivo. Resulta natural, 
entonces, indagar por aquello que caracteriza a los denominados títulos 
originarios: una característica es la que son diferentes de los títulos entre 
particulares, en tanto son otorgados o emanados por el Estado. Sin embargo, 
en cierto sentido, la adjudicación de bienes fiscales patrimoniales, hechas por 
el Incora, Incoder y hoy ANT, bajo la denominación de adjudicaciones de FNA, 
 
96 "la potestad del Estado o de otras entidades públicas como son entre nosotros, los 
departamentos y los municipios. Empero esta vinculación no se asimila al dominio civil, sino 
que se mira como un nexo, entre lo público y lo privado, con características propias, que somete 
los bienes en cuestión a la titularidad del Estado, pero que, más que prerrogativas o facultades 
de aprovechamiento de los mismos, le impone a éste funciones de custodia, defensa y 
administración. Tal es, en líneas generales, el sentido de las expresiones 'dominio eminente' y 
'dominio sui generis' empleados para designar esta figura jurídica y distinguirla de la 
propiedad civil o común". Corte Suprema de Justicia Sentencia de Casación Civil 19 de junio 
de 1968.  
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son también otorgados por el Estado, pero no por ello se califican como 
originarios.  
El rasgo esencialmente característico del título originario solo puede ser 
explicado por el tratamiento que de los títulos se hace en las Oficinas de 
Registro para su inscripción: la calificación como tradición de la propiedad 
opera bajo varios principios de derecho registral, de los cuales destaco el 
denominado de tracto sucesivo conforme al cual solo el titular inscrito del 
derecho puede transferir la propiedad. (literal f artículo 3 del Estatuto 
Registral). Cuando se trata de títulos entre particulares la aplicación del 
principio implica que buscó el derecho en un título distinto al que se va a 
calificar, su justificación entonces es trascendente al él.  
No ocurren ello con el título originario, en tanto, su justificación es inmanente 
a él. Podríamos en ese orden, afirmar que lo que distingue integralmente a los 
títulos originarios de los de los particulares es que los primeros se justifican así 
mismos y los segundos no. Esta distinción es importante para justificar el 
carácter transaccional que posee la fórmula de títulos entre particulares. 
9.2. Título entre particulares 
 
Como se indicó la segunda de las alternativas dispuestas por el inciso tercero 
del artículo 48 de la Ley 160 de 1994, consiste en acreditar el dominio o a través 
de títulos suscritos entre particulares inscritos con anterioridad al 5 de agosto 
de 1994 en los que consten tradiciones de dominio por un lapso no inferior al 
término que señalan las leyes para la prescripción ordinaria. 
De la definición dada se pueden extraer las siguientes características: 
1. Los títulos exigidos son traslaticios de dominio en tanto la opción es 
yuxtapuesta a la de un título originario expedido por el Estado, es decir, la 
norma prevé de modo general dos tipos de alternativas válidas para acreditar 
propiedad privada, mediadas por la conjunción “o” que es disyuntiva, por 
cuanto la caracterización de la segunda situación debe forzosamente ser 
distinta a la de un “título originario”.  Tal característica es determinante en 
tanto, como se mostrará algunas interpretaciones posibles del artículo 48 
conducen forzosamente a exigir para todos los casos títulos originarios.  
2. Los títulos deben haber surtido exitosamente su trámite de inscripción, en 
tanto la exigencia no se limita a exigir el sólo título sino la acreditación de que 
fue debidamente inscrito con anterioridad al 5 de agosto de 1994. Con tal 
exigencia se sujeta la eficacia de los títulos a las normas del derecho común que 
exigen como condición para el perfeccionamiento de los actos de disposición 
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de derechos reales, el adelantamiento del modo entendido como el hecho 
jurídico cuya configuración la Ley ha condicionado como necesaria para 
ejecutar la situación prevista en el título.   
3. Las inscripciones realizadas deben dar cuenta de verdaderos actos capaces 
de disponer de derechos de dominio, en tal orden, no cumplen los lineamientos 
exigidos, aquellos actos de disposición que se inscriben bajo la condición de 
falsa tradición tales como la enajenación de cosa ajena, la transferencia de 
derecho incompleto o sin título antecedente. 
Sobre el particular conviene aclarar que a partir de la expedición del Decreto 
1250 de 1970 y por interpretación de su artículo 2do, las Oficinas de Registro 
se abstienen de inscribir actos que impliquen la disposición exclusiva de la 
posesión -bajo el entendido de que este no es un derecho sino un hecho- salvo 
que la posesión tenga un antecedente registral anterior al año de 197097.  
Ahora bien, el proceso de inscripción de los títulos en las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos comprenden cuatro procedimientos  a saber: (i) 
radicación en el que el interesado presenta el título o documento a inscribir, 
levantándose la respectiva anotación en el libro diario radicador, con 
indicación de la fecha y hora de recibo, número de orden sucesivo anual, 
naturaleza del título, fecha, oficina y lugar de origen; (ii) calificación que 
consiste en el examen que realiza la Oficina de Registro sobre la procedencia 
de inscribir el documento presentado, con el fin de determinar si se ajusta a los 
requisitos exigidos por la Ley; (iii) la inscripción que consiste en la anotación 
del título en el respectivo folio de matrícula, y (iv) la expedición de la constancia 
de la anotación. 
Así las cosas, se exige que los títulos esgrimidos para acreditar la propiedad 
privada hayan surtido a cabalidad el proceso de inscripción, hecho del que se 
destaca la etapa de calificación que constituye una constatación de legalidad 
exigida a instrumentos inscritos.  
En tal orden, pese a la exigencia inequívoca del artículo 48 de títulos 
debidamente inscritos tradiciones de dominio, pueden incluirse dentro de 
dicho concepto títulos inscritos que en su origen hubiesen presentado 
irregularidades capaces de hacerlos calificativos de apelativo “falsa tradición”, 
pero cuyas inscripciones, surtidos los trámites de calificación respectivos, 
hayan dado cuenta de que se tratan de actos que implican verdaderamente la 
trasferencia del derecho de dominio. Tal posición parte de la presunción de 
 
97 Burgos Cantor, Roberto. Concepto número 14636 de 2004 agosto 24 Asunto: Falsa tradición. 
C.R. 022 tomado de Tomado de http://juridicasnr.blogspot.com/2004_08_01_archive.html   
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legalidad inmanente a los actos administrativos y en particular a los actos de 
inscripción surtidos por las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos. 
Por otra parte, si se exige que la cadena de títulos necesarios para acreditar la 
propiedad privada deban forzosamente cumplir en rigor con los 
requerimientos para calificarlos como verdaderas tradiciones, se requerirían a 
su vez que todos dieran cuenta del título antecedente en virtud del cual, el 
sujeto que se desprende del dominio lo adquirió en antaño, es decir, que todas 
las tradiciones deberán demostrar que el derecho transferido fue previamente 
adquirido, situación que forzosamente nos llevará a indagar por un título 
originario, en tanto todos los títulos traslaticios se limitan a transferir un 
derecho adquirido y no a crearlo. Así las cosas, una interpretación demasiado 
rígida sobre la caracterización de la segunda de las alternativas acreditadoras 
de propiedad privada –títulos traslaticios- conduciría necesariamente a su 
negación, en tanto, la exigencia de indagar en todos los casos por el título 
antecedente conduciría de forma finita a exigir un título constitutivo que dé 
cuenta de la creación del derecho de dominio que, a través de la cadena de 
títulos, se ha dispuesto trasferir.       
Ahora bien, si se niega en tal orden la posibilidad de acreditar la propiedad 
privada a través de actos exclusivamente suscritos entre particulares, 
forzosamente se debe aceptar que el único medio para acceder la propiedad de 
estos mediante el trámite de titulación de baldíos, con lo que se afirmaría la 
tesis expuesta por el artículo 65 de la Ley 160 de 1994.  
10. Objeciones a la postura del título de Estado como única vía para 
acceder a la propiedad de los terrenos baldíos. 
 
Como se indicó las interpretaciones expuestas en el capítulo III del presente 
documento aplican con mayor énfasis el enunciado previsto en el artículo 65 
de la Ley 160 de 1994, conforme al cual, la propiedad de los terrenos baldíos 
solo puede ser adquirida mediante título traslaticio expedido por el Estado.  
En mi opinión esta afirmación es cuestionable por las razones que se exponen 
a continuación bajo las siguientes denominaciones:   
1. Regla tácita. La regla del artículo 65 de la Ley 160 no es absoluta, en 
tanto, se admiten al menos una excepción: el artículo 48 ibidem un 
detalla los requerimientos de los títulos entre particulares aclara que 
esta no es una forma válida para acreditar propiedad de los baldíos no 
adjudicables, reservados o los destinados al uso público. Si los baldíos 
solo pueden ser adquiridos mediante el título del Estado, porque se 
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aclara que los títulos entre particulares no sirven para acreditar 
propiedad sobre unos tipos de baldíos y no sobre todos ellos. A mi 
juicio, ello sugiere la construcción de una norma tácita conforme a la 
cual los títulos entre particulares con las especificaciones antes 
anotadas, si constituyen una forma para acreditar propiedad sobre 
baldíos adjudicables.  
2. Reafirmación de la disyunción. Si las fórmulas de acreditación son 
presentadas como una disyunción entre dos tipos de títulos los 
originarios y lo de particulares, y aceptamos que los que los distingue 
es que los primeros se justifican a si mismos, y los segundos no, 
podemos entonces imaginarnos que todas las cadenas de tradiciones de 
dominio que analicemos estarán compuestas por una sucesión títulos 
finita que iniciará, o bien,  con un título originario, evento en el que la 
propiedad se justifica por la primera formula, o por un título entre 
particulares, que como dijimos no se justifica a si mismo, y por tanto en 
aplicación del principio de tracto sucesivo, su debida calificación en el 
registro será el de falsa tradición, con lo que se hace imposible la 
configuración de la propiedad. Por tanto, la única alternativa para 
mantener la afirmación de que la propiedad se acredita a través de dos 
formas, y no solo por el título originario consiste en admitir que la de 
los títulos entre particulares opera también sobre terrenos baldíos. 
3. Histórico. Como se mostró las fórmulas de acreditación de la propiedad 
fueron inicialmente consignadas en la Ley 200 y posteriormente 
recogidas con algunos ajustes en la Ley 160 de 1994. Como se mostró 
dentro del acápite de las condiciones de surgimiento de las formulas de 
acreditación de la propiedad en la Ley 200 de 1936, la segunda de las 
formulas de acreditación se incorpora al identificar un vacío normativo 
que nada prescribía sobre los títulos entre particulares con largas 
tradiciones en el registro de la propiedad. La comisión legislativa 
identificó que pese a la convicción consuetudinaria de que 30 años de 
inscripción en el registro resultaban suficientes para acreditar la 
propiedad, nada de esto aparecía consignado dentro de la legislación 
que regulaba los derechos de propiedad. Es justamente allí donde se 
prevé la incorporación de una alternativa, como una formula 
transaccional, que permitiera regularizar situaciones que debían tener 
la condición de propiedad.  






Las posturas comentadas dentro del capítulo II hacen uso de las presunciones 
consignadas en los artículos 1ero y 2do de la Ley 200 de 1936 para extraer de 
ellas el fundamento normativo de la que el aprovechamiento económico que 
se realice sobre un fundo es suficiente para acreditar la propiedad. 
Se recogen acá algunas inconsistencias que no pueden ser explicadas si se 
acepta que su función no se limita a la de la presunción limitadas por las 
fórmulas de acreditación así:  
1. Si el aprovechamiento económico de un bien inmueble rural resulta 
suficiente para afirmar su condición de propiedad privada como se 
articula los procesos de titulación de baldíos que tradicionalmente 
exigen a sus ocupantes ejercer el aprovechamiento de por lo menos 2/3 
partes del área a titular. Como se indicó el regimen de ocupación previa 
exige la acreditación de parte del solicitante de la titulación de terrenos 
baldíos la acreditación de que se ejerce la ocupación por un determinado 
lapso. Si el mero, aprovechamiento económico es suficiente para la 
configuración de los derechos de propiedad, el solicitante de la 
titulación de un baldío no requiere que se lo titulen, pues su adquisición 
se efectuó desde el mismo momento en el que incorporó su trabajo al 
predio.  
2. Si la ausencia injustificada de aprovechamiento económico de un predio 
rural lo convierte en baldío como se explica entonces la aplicación del 
proceso de extinción del dominio por incumplimiento de la función 
social de la propiedad. Estos procesos que su fundan en asegurar el 
cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad, prevén 
que los predios de propiedad privada que de manera injustificada no 
sean aprovechados económicamente por sus propietarios deben ser 
extinguidos. Esta condición debe ser definida a través de una sentencia 
en el marco de las modificaciones establecidas por el Decreto Ley 902 de 
2017, y anteriormente por medio de un acto administrativo que daba fin 
al proceso administrativo de extinción del dominio. Si se aceptare que 
la sola no explotación del predio es suficiente para calificarlo como 
baldío no se requeriría la aplicación de la extinción del dominio.    
3. Si la explotación económica ejercida sobre predios rurales lo convierte 
en propiedad privada porque es necesario adelantar la prescripción de 
predios que según esta tesis ya se incorporaron al patrimonio de su 
poseedor-propietario. 
4. La titulación de baldíos se orienta por principios de ordenamiento social 
de la propiedad, en tanto no solo indaga por el aprovechamiento 
económico, sino que analiza condiciones personales de los ocupantes 
(sujeto de reforma o de ordenamiento) y de ubicación y tamaño de los 
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predios (UAF aprovechamiento según normas racionales).: todo 
adjudicatario de baldíos hubiese podido acudir a la prescripción, pero 
no todo prescribiente hubiese podido acudir a la titulación de baldíos. 
Todo predio titulado como baldío hubiese podido ser prescrito, pero no 
todos los predios prescritos hubiese sido objeto de titulación de baldíos.         
Estas inconsistencias señalan algunos de los puntos que no pueden ser 
explicados en una aplicación radical de las presunciones, por lo que en todo 
caso debe señalarse cuál es el correcto sentido de estas.  
Como se indicó las condiciones de surgimiento de la Ley 200 de 1936 
pretendían dar solución a los enfrentamientos que se presentaban entre 
colonos y propietarios. En ese orden se ha justificado, la construcción de las 
formulas de acreditación de la propiedad.  
Estas formulas reviste una relativa complejidad y su aplicación no se realiza de 
manera inmediata, por cuanto, las presunciones se erigen como una manera 
expedita de resolver los conflictos hasta tanto, se puedan aplicar en rigor las 
solemnidades de acreditación.  
En tal orden, se aboga por una aplicación de las presunciones como un 
mecanismo para resolver de manera inmediata los conflictos que pueden 
suscitarse sobre la posesión de un predio, en ella, se aceptará que el poseedor 
es propietario, sin menoscabo de los resultados de los procesos de clarificación 
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